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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-15076-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Alberto Chavarría Guzmán

Fiscal  General de la República
	01-11-10
	FRAUDE DE SIMULACIÓN SOBRE BIENES SUSCEPTIBLES DE SER GANANCIALES

-Artículo 37 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres. No. 8589

Será sancionada con pena de prisión de ocho meses a tres años, la persona que simule la realización de un acto, contrato, gestión, escrito legal o judicial, sobre bienes susceptibles de ser gananciales, en perjuicio de los derechos de una mujer con quien mantenga una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, siempre que no configure otro delito castigado más severamente. Se indica a pesar de que el artículo 218 del Código Penal establecía un fuero de protección mayor, la Sala Tercera    aplica esta norma cuestionada, dejando en desventaja a las mujeres.  



	10-15108-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Gerardo Sanabria Rojas
	01-11-10
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN EN EL PODER JUDICIAL

-Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

La norma impugnada señala que al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades,  de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación.


	10-15123-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Rivas Solís

Mi Valle S.A.
	02-11-10
	PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE VASQUEZ DE CORONADO

-Artículo 14 del Plan Regulador de la Municipalidad de Vásquez de Coronado. 

La norma cataloga un inmueble propiedad del amparado, como Zona de Parcelas Agrícolas, cuyo fin es permitir el desarrollo agrícola intenso y aledaño a la ciudad, que se especialice en una agricultura intensiva, moderna, propia de borde de una metrópolis, los usos permitidos son: agricultura, lecherías, granjas, vivienda conexa, agroindustria, instalaciones deportivas, instalaciones recreativas. Considera el recurrente que la norma restringe su derecho de propiedad y el principio de razonabilidad. 



	10-15182-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Chaverrí Barrantes
	03-11-10
	PLAZO PARA PRESENTAR RECUSACIÓN

-Artículo 58 del Código Procesal Penal. 

La parte de la norma que se impugnada señala que “la recusación será formulada dentro de las veinticuatro horas de conocerse los motivos en que se funda”. Considera el recurrente que la norma está haciendo prevalecer la celeridad del proceso, en detrimento de la objetividad e imparcialidad que debe tener el juzgador, lo que considera violatorio del derecho de defensa y del principio de juez natural. 



	10-15212-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexis Artavia González
	03-11-10
	AUDITORES NO PUEDEN EJERCER NINGUNA PROFESIÓN LIBERAL DIFERENTE

-Artículo 34 inciso c) de la Ley de Control Interno.

-Artículo 14 de la Ley de Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito.

-Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. Publicado en la  Gaceta del 20-04-07

-Resolución de la Contraloría General de la República R-CO-45-2007 DEL 19-10-07.

Las normas impugnadas prohíben a un auditor o sub- auditor interno de una institución pública, ejercer una  profesión liberal, que no tenga que ver con las funciones que desempeña y trabaje fuera de su horario de trabajo ordinario. Las sanciones de despido que impone la Contraloría tienen una vigencia de 10 años.  



	10-15314-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ramón Luis Rodríguez Vindas

Inmoviliaria Topus Uranus S.A.


	04-11-10
	CREACIÓN DEL ORGANO DE NORMALIZACIÓN TECNICA PARA LA DETERMINACIÓN DEL IMPUEST O DE BIENES INMUEBLES

- Artículos 12, 23 y 10 bis de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. No. 7509 del 09 de mayo de 1995.

Las normas impugnadas crean el Órgano de Normalización Técnica, encargado de determinar los valores de los bienes inmuebles y optimizar la administración del impuesto, cuyo porcentaje será del 0,25% sobre el valor determinado del inmueble. Considera el recurrente que estas normas son violatorias de la autonomía municipal, pues no permite a los entes municipales ningún margen de coordinación con este ente. 



	10-15319-0007-CO 

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Wooldbridge González
	04-11-10
	LEY DE  TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS DEL PODER EJECUTIVO A LAS MUNICIPALIDADES

-Ley 8801 denominada Ley General de Transferencia de Competencias del Poder Ejecutivo a las Municipalidades del  28 de abril del 2010. Publicada en el Alcance número 7 de la Gaceta número 85 del 04 de mayo del 2010. 

Considera el recurrente que la ley es inconstitucional por incurrir en vicios de incompetencia y de exceso de poder legislativo. Señala que se indique expresamente que se deben excluir los fondos provenientes de crédito público, sólo deben incluirse los fondos que provengan de ingresos ordinarios del Poder Ejecutivo.



	10-15324-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Guillermo Herrera Castro
	05-11-10
	IMPUGNACIÓN EN CASACIÓN DE RESOLUCIONES LABORALES DICTADAS EN FASE DE EJECUCIÓN

-Artículo 556 párrafo final del Código de Trabajo. 

La norma señala que contra las sentencias dictadas en materia laboral por los Tribunales Superiores, podrán las partes recurrir directamente y por escrito antes la Sala de Casación, dentro del término de quince días, siempre que éstas hubieren sido pronunciadas en conflicto individuales o colectivos de carácter jurídico, de cuantía inestimable o mayor de veinte mil colones, o cuando, si no se hubieren estimado, la sentencia importe para el deudor la obligación de pagar una suma que exceda la cifra indicada. Estas disposiciones se refieren únicamente a los juicios comprendidos en los incisos a), c), d), y e) del artículo 402, y no abarcan las diligencias de ejecución de sentencia. Se acusa que el hecho de que no se permita impugnar en casación las resoluciones dictadas en fase de ejecución y lesiona los derechos de los trabajadores. 



	10-15336-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	CONVENIO  TURISTICO ENTRE COSTA RICA Y PANAMÁ

Aprobación del Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de Panamá. Expediente legislativo 17.



	10-15337-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	CONVENIO DE COOPERACIÓN CON TURQUIA

Aprobación del Convenio marco de cooperación bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Turquía. Expediente legislativo 16.267



	10-15338-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	CONVENIO DE COOPERACIÓN CON FEDERACIÓN RUSIA PARA EL CONTROL DE ESTUPEFACIENTES

-Aprobación del Protocolo entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de la Federación Rusia sobre la Cooperación en el campo de control de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Expediente Legislativo 17146.



	10-15339-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	CONVENCIÓN SOBRE TRANSPARENCIA DE ADQUISICIÓN DE ARMAS CONVENCIONALES

-Aprobación de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las adquisiciones de armas convencionales. Expediente legislativo 17.403



	10-15340-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	ACUERDO CON COREA SOBRE VOLUNTARIOS DE ULTRAMAR

-Aprobación del Acuerdo entre la República de Corea y la  República de Costa Rica sobre el Programa de Voluntarios Coreanos de Ultramar. Expediente legislativo 16.849



	10-15341-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO CON EL ORGANISMO DE ENERGIA ATOMICA PARA LA PROSCRIPCIÓN DE ARMAS NUCLEARES EN AMERICA LATINA

-Aprobación del Protocolo adicional al Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Organismo Internacional de Energía  Atómica para la aplicación de salvaguardias en relación con el Tratado para la proscripción de las armas nucleares en América Latina y el Tratado sobre la no proliferación de armas nucleares. Expediente legislativo 16.850



	10-15342-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	ACUERDO SOBRE PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

-Aprobación del Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional. Expediente legislativo 17.231



	10-15343-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-11-10
	TRATADO CON ESTDOS UNIDOS SOBRE LA RECUPERACIÓN Y DEVOLUCIÓN DE VEHÍCULOS Y AERONAVES ROBADOS

-Tratado para la Recuperación y Devolución de Vehículos y aeronaves robados o materia de disposición ilícita entre el Gobierno de Costa Rica y Estados Unidos. Expediente legislativo 16.693



	10-15387-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jimmy  Álvarez García
	05-11-10
	NO SE HACE PAGO DE HORAS EXTRAS A PROFESIONALES EN ICT

-Artículo 6 del Decreto Ejecutivo 24131-H-PLAN del 17-03-1995.

-Oficio PRH-0790-2008 DEL 27-11-08, suscrito por el Lider del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo. 

La norma señala que no se autorizará el pago de tiempo extraordinario, sino en aquellos casos en que la Comisión de Recursos Humanos lo autorice en forma excepcional; dichas autorizaciones se darán con carácter improrrogable por el período que la Comisión considere. Quedan excluidos de la remuneración de tiempo extraordinario los funcionarios acogidos a *(Dedicación Exclusiva), Prohibición del Ejercicio Liberal de la Profesión, Disponibilidad *(y aquellos que ocupen cargos de jefatura formal). Se acusa que la administración interpreta que no se le debe pagar horas extra al funcionario, por el pago que se hace de prohibición. 



	10-15493-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Miguel Ángel Mena Cerdas

Cámara de Ganaderos del Sur


	08-11-10
	COBRO DE CANON PARA EL CERTIFICADO VETERINARIO DE OPERACIÓN A GANADEROS Y PRODUCTORES PECUNIARIOS.

-Artículo 8, 3.8 y 10 del Decreto Ejecutivo 34859-MAG.

-Artículo 3 del Decreto Ejecutivo 35987-MAG

-Costumbre de SENASA de cobrar a todos los ganaderos y productores pecuarios el canon CVO.

Las normas impugnadas establecen el cobro de un  canon de Certificado Veterinario de Operación a ganaderos y productores pecuarios, sin evaluar previamente la condición de riesgo de cada establecimiento, como lo establece. Acusa que se establece un tributo vía decreto. La Ley de Servicio de Salud Animal, número 8495, establece que el permiso se debe sacar por una única vez y que no debe ser renovado, los decretos impugnados son los que lo han convertido en un impuesto. 



	10-15460-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oriette Zonta Elizondo
	08-11-10
	HIMNO NACIONAL DE COSTA RICA

-Himno Nacional de Costa Rica

Se acusa que algunas frases del himno nacional de Costa Rica tienen palabras groseras y discriminatorias contra la mujer. Señala las siguientes: “que enrojece del hombre la faz”, “conquistaron tus hijos labriegos sencillos” “verás a tu pueblo valiente y viril”. Solicita que se declare inconstitucional y se reforme su contenido. 



	10-15525-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Humberto Méndez Barrantes

Eurodomo S.A.
	09-11-10
	CREACIÓN DE UNIDADES DE DESARROLLO POR DECRETO

-Decreto Ejecutivo 22085-H-MEIC del 12 de abril de 1993. 

Mediante el decreto impugnado se crea la “unidad de desarrollo”, como un tipo de moneda comercial, totalmente diferente a la moneda nacional, lo que a juicio del accionante excede las potestades del Poder Ejecutivo, pues debió hacerse por ley. 



	10-15536-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Elizabeth Fonseca Corrales y otros
	09-11-10
	OMISIÓN DE CREAR EL CONSEJO SECTORAL DE TELECOMUNICACIONES

-Artículo 5 inciso 8 del Reglamento a la Ley General de Telecomunicaciones. Decreto No. 34765 del 22-09-2008.

La norma crea el “Consejo Sectorial de Telecomunicaciones: Para los efectos del transitorio IV de la Ley General de Telecomunicaciones, deberá entenderse Consejo Sectorial de Telecomunicaciones por Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones”. Acusa el recurrente que este Consejo aún no ha sido creado.



	10-15545-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Albin A. Obando Cordero
	09-11-10
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN EN EL PODER JUDICIAL

-Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

La norma impugnada señala que al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades,  de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación.



	10-15503-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Amaral Sequeira Enríquez
	09-11-10
	PRUEBAS DE SANGRE Y ORINA EN LA CCSS

-Artículo 200 de la reforma hecha a la Ley de Tránsito número 7331. Publicada en la Gaceta número 7 del 2010. 

La parte de la norma impugnada señala que “los exámenes de sangre y de orina podrán realizarse en cualquier centro de salud, público o privado, autorizado por el Ministerio de Salud y sus funcionarios estarán obligados a administrar la prueba y emitir, en forma inmediata, el resultado, entregándoles una copia al conductor y otra al oficial actuante”. Se acusa que la norma impugnada obliga a la CCSS a determinar un presupuesto para las pruebas para trámites de tránsito y no para seguridad social, que es el fin primordial de la institución.  



	10-15475-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	CONVENIO INTERNACIONAL DEL SISTEMA ARMONIZADO DE DESIGNACIÓN Y CODIFICACIÓN DE MERCANCÍAS

-Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, a las Recomendaciones de Enmienda del Sistema Armonizado y a la Nomenclatura del Sistema Armonizado. Expediente Legislativo 17.432



	10-15476-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	CONVENIO PARA UNIFICACIÓN DE REGLAS DE TRANSPORTE AEREO INTERNACIONAL

Aprobación del Convenio para la Unificación de ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional (Convenio Montreal 1999). Expediente Legislativo 17.261



	10-15478-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	CONVENIO PARA LA REPRESIÓN DEL TERRORISMO NUCLEAR

-Aprobación del Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear. Expediente Legislativo 16.696



	10-15479-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	ACUERDO DE TRANSPORTE AEREO CON PARAGUAY

-Aprobación del Acuerdo de Transporte aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Paraguay y su anexo. Expediente legislativo 17.278



	10-15480-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	CONVENCIÓN PARA LA PROTECCIÓN DE LA DIVERSIDAD DE EXPRESIONES CULTURALES

-Aprobación de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales. Expediente Legislativo 16.697



	10-15481-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	ACUERDO DE DIALOGO POLÍTICO Y COOPERACIÓN ENTRE LA COMUNIDAD EUROPEA Y CENTROAMÉRICA

-Aprobación del Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación entre la Comunidad Europea y sus miembros, por una parte y las Repúblicas de Costa Rica, el Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá por otra parte. Expediente legislativo 15.776



	10-15482-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	CONVENCIÓN SOBRE MUNICIONES EN RACIMO

Aprobación de la Convención sobre Municiones en Racimo. Expediente Legislativo 17.381



	10-15484-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	09-11-10
	CONVENIO PARA LA LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PUBLICOS EXTRANJEROS

-Aprobación de la Adhesión a la Convención para la Eliminación del Requisito de legalización para los documentos públicos extranjeros. Expediente Legislativo 17.718



	10-15565-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Castro Loría y otra

Global Paharmed Int S.A.
	10-11-10
	APLICACIÓN DE LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

-Transitorio único de la Ley número 8701 del 13-01-2009, que varió el texto del artículo 100 de la Ley de Contratación Administrativa, ley número 7494 del 02-05-1995 e introdujo el artículo 100 bis. 

El transitorio señala que las disposiciones de la ley de Contratación Administrativa, se aplicarán a los procesos y procedimientos sancionatorios en trámite. Se acusa que a los supuestos incumplimientos parciales realizados antes de la norma, se les aplica en forma retroactiva la normativa impugnada. 



	10-15571-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Beatriz Eugenia Alfaro Pérez
	10-11-10
	REGLAMENTO DISCIPLINARIO DE LA UCR

-Artículo 4 inciso j) y k) del Reglamento de Orden y Disciplina de la Universidad de Costa Rica. Creado en sesión 5414 del Consejo Universitario del 9-12-09 y aprobado en sesión 5420 del 17-2-2010. Publicado en La Gaceta 45-2009, año XXXIII del 22-2-2010. 

Las normas impugnadas sancionan como falta grave el plagio de obras intelectuales. En el caso concreto, acusa que le fue impuesta una sanción por supuestamente, plagiar un párrafo en una exposición oral,  sin darle oportunidad de defensa. 



	10-15624-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Rodríguez Vargas
	10-11-10
	SANCIONES DE INHABILITACIÓN EN LA LEY DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

-Artículos 100 y 100 bis de la Ley de Contratación Administrativa. 

-Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto Ejecutivo No.33411-H.

Las normas establecen que la Contraloría General de la República o la Administración, podrán imponer sanciones de inhabilitación 1 a 10 años a las empresas, por incumplimiento de contrato. A juicio del accionante se la dan potestades a la administración, que son propias del Poder Judicial. 



	10-15634-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Azarías Barrantes Delgado
	10-11-10
	PROHIBICIONES A NOTARIOS

-Artículo 7 inciso c) del Código Notarial.

La norma impugnada señala que se prohíbe a los notarios “Autorizar actos o contratos en los cuales tengan interés el notario, alguno de los intérpretes o los testigos instrumentales, sus respectivos cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos, tíos o sobrinos por consanguinidad o afinidad. Se entenderá que ese interés existe en los actos o contratos concernientes a personas jurídicas o entidades en las cuales el notario, sus padres, cónyuge o conviviente, hijos y hermanos por consanguinidad o afinidad, tengan o ejerzan cargos como directores, gerentes, administradores o representantes legales”. Señala que el término interés se presenta como un  tipo penal en blanco, por su indeterminación. Solicita que la Sala ordene a la Asamblea Legislativa precisar el contenido y límites del término. 



	10-15644-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Marcela Céspedes  Rojas

Concejo Municipal de San Carlos
	10-11-10
	LEY DE SOCIEDADES PUBLICAS DE ECONOMÍA MIXTA

-Ley Reguladora de la Actividad de las Sociedades Públicas de Economía Mixta. No. 8828 del 29 de abril del 2010.

Se acusa que la ley impugnada no cumplió a cabalidad con procedimiento legislativo. 



	10-15584-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela. 


	10-11-10
	POSIBILIDAD QUE DA EL JUEZ AL MINISTERIO PUBLICO DE ENMENDAR LA ACUSACIÓN

-Se consultan tres aspectos: a) La violación al debido proceso por la posibilidad concedida al Ministerio Público por el juez en la audiencia preliminar, para enmendar la acusación. b) La necesidad de haber hecho tal prevención según el artículo 15 del Código Procesal Penal, cuyo plazo conferido debe ser interpretado como perentorio, de manera que su irrespeto conduciría indefectiblemente a la inadmisibilidad de la gestión y la lesión al principio de imparcialidad del juez por haber señalado tal posibilidad al Ministerio Público y c) En cuanto protesta el incumplimiento de la garantía de intimación al haber permitido que se formulara una nueva imputación sin  trasladar los cargos a los imputados, previo a la celebración de la audiencia preliminar.



	10-15687-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yuribeth Méndez Castro
	11-11-10
	DEBER DEL PROPIETARIO DE CANCELAR MULTAS Y OBLIGACIONES ANOTADAS EN SU VEHÍCULO

-Artículo 221 de la Ley de Tránsito

La norma señala que “todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos…”Se alega que no se le da derecho al debido proceso, pues se le obliga a pagar las infracciones de un tercero, aún cuando él no haya cometido la falta que está inscrita en su vehículo. 



	10-15770-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oriette Zonta Elizondo
	12-11-10
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO DEL BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL

-Artículo 44 del Reglamento Interior de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. 

-Artículo 51 de IV reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo.

Las normas impugnadas sancionan con suspensión sin goce de salario por ocho días, al trabajador que marque la tarjeta de otro y si es reincidente, hasta con el despido. Asimismo, se impone la sanción sin debido proceso. Considera la accionante que la norma no es razonable y desproporcionada, por cuanto el artículo 46 del mismo cuerpo legal establece menores sanciones por faltas más graves. 



	10-15875-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Duartes Delgado
	15-11-10
	ANTE INASISTENCIA DE DEFENSOR PARTICULAR DEL IMPUTADO SE NOMBRA OTRO, O BIEN UNO PUBLICO

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal de San José y de l Juzgado Penal de Osa.

Se acusa que la jurisprudencia establece una causal no legal de exclusión del abogado defensor del proceso penal. Se acusa que la jurisprudencia señala que cuando el defensor particular no pueda asistir al debate, el Tribunal le nombrará  un defensor público al imputado o bien nombra otro de su confianza, pero la audiencia no se detiene por los compromisos del defensor particular. 



	10-15880-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gustavo Molina Oviedo y otros
	15-11-10
	SANCIONES ADUANERAS

-Artículo 242 de la Ley General de Aduanas.

La norma impugnada señala que “constituirá infracción tributaria aduanera y será sancionada con una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías, toda acción u omisión que signifique una vulneración del régimen jurídico aduanero que cause un perjuicio fiscal superior a cien pesos centroamericanos y no constituya delito ni infracción administrativa sancionable con suspensión del auxiliar de la función pública aduanera...” Sostiene el recurrente que la norma es violatoria de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, en cuanto al monto de las multas. 



	10-16007-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Giovanni Villalobos Brenes
	17-11-10
	DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE HECHO

-Artículo 48 inciso 8) del Código de Familia.

La impugnada señala que será motivo de divorcio: “La separación de hecho por un término no menor de tres años”. Se cuestiona el que se tenga que esperar tres años para la disolución del vínculo matrimonial. 



	10-16033-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Contencioso Administrativo
	17-11-10
	DESPIDOS DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES SE REMITEN A LA VÍA LABORAL

-Artículo 150 incisos a), b), c) y d) del Código Municipal.

Se indica que si los funcionarios municipales están regidos a un régimen de empleo público, que es una de las manifestaciones de la función administrativa, el competente para conocer debe ser el Tribunal Contencioso; no obstante, la norma impugnada remite la apelación a la vía laboral. 



	10-16096-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Masis Olivas y otros
	17-11-10
	SANCIONES POR NO TENER REVISIÓN TÉCNICA EN VEHÍCULO

-Artículo 132 ñ) de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13-04-94. 

La norma señala que se impondrá una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual de un auxiliar del Poder Judicial, a quien conduzca un vehículo sin haber cumplido el requerimiento de la revisión técnica, según lo dispuesto en el artículo 21 de esta Ley. Se acusa que también se le sanciona con la pérdida de puntos en la licencia. Considera el accionante que la norma lesiona los principios de tipicidad y razonabilidad. 



	10-16125-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Arnoldo Solano Rodríguez

Chariscal S.A.
	18-11-10
	AJUSTES DE TARIFAS POR PARTE DE A y A

-Artículo 95 del Reglamento de Prestación de Servicios de Acueductos y Alcantarillados. 

La norma impugnada señala que cuando se presenten altos consumos, superiores a 50 M3 (domiciliarias u ordinarias) o a 100 m3 (reproductiva, preferencial o gobierno), Acueductos y Alcantarillados podrán aplicar  ajustes hasta dos facturas leídas consecutivas, si el cliente lo solicita y no existen indicios de una variación en los hábitos de consumo. Cuando el ajuste de aplique a clientes de “alto consumo”, se hará cobrándose un promedio de los últimos seis meses. El accionante considera que los ajustes de tarifas que hace de oficio el A y A, constituye un verdadero impuesto y que además, se da sin debido proceso. 



	10-16202-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de  Trabajo. Sección Tercera
	19-11-10
	JERARQUÍA IMPROPIA DEL TRIBUNAL DE TRABAJO

-Artículo 257 del Código de  Trabajo

Tratándose de menores de edad, la conmutación de rentas sólo procederá por vía de excepción cuando sea recomendada por el Instituto Nacional de Seguros, en cuyo caso se pondrán todos los antecedentes en conocimiento del Tribunal Superior de Trabajo que corresponda, para que resuelva. El Tribunal solicitará el criterio del Patronato Nacional de la Infancia sobre su utilidad y necesidad. Este criterio deberá rendirse en un plazo no mayor de ocho días hábiles.



	10-16305-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gonzalo Cervantes Barrantes

Corporación Bananera Nacional y Fiduciaria Bananera del Sur S.A. (FIBASUR S.A.)


	22-11-10
	NO HAY RECURSOS CONTRA RESOLUCIÓN QUE RESUELVE DEFENSAS PREVIAS EN MATERIA AGRARIA

- Artículos 45, 58 y 59 de la Ley de la Jurisdicción Agraria. 

Las normas impugnadas no permiten establecer cualquier recurso contra la resolución, que declare sin lugar las defensas previas, ni siquiera el de revocatoria. 



	10-16369-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Mario Víquez Herrera
	23-11-10
	DERECHOS DE LOS USUARIOS DE TELECOMUNICACIONES

-Artículo 45 numeral 26) de la Ley General de Telecomunicaciones. No 8642

La norma impugnada señala que entre los derechos de los usuarios finales de telecomunicaciones está: Impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la presentación de la identificación de su línea en las llamadas que genere o la presentación de la identificación de su línea al usuario que le realice una llamada. Acusa el recurrente que el ICE no le da el servicio de que ingresen llamadas provenientes de teléfonos privados a su teléfono, a pesar de que la ley le obliga a dar ese servicio.



	10-16421-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Octavio Argueta Cardona y otros
	23-11-10
	REGLAMENTO DE CONCURSOS EN LA CCSS

-Artículos 19, 20, 21 y 22 del Reglamento de Concursos para Nombramiento en Propiedad de la Caja Costarricense de Seguro Social. Publicado en La Gaceta N° 119 del 21-10-2010.

Las normas impugnadas establecen el mecanismo por el cual los funcionarios interinos de la institución se adjudicaran finalmente la plaza en propiedad. Se crean dos modalidades de adjudicación de plazas en propiedad, sea, el sistema por nómina aplicable para los puestos cuyo requisito consiste en un grado académico o título superior a bachillerato en educación media, y el sistema por mayor puntaje para los puestos cuyo requisito académico es tener el grado de bachillerato en educación media o inferior. A su juicio dicha diferencia constituye una discriminación contraria a lo preceptuado en el artículo 33 de la Constitución Política, por cuanto no existe un sustento jurídico y técnico que justifique y respalde el hecho de aplicar dos formas de selección entre funcionarios de la institución.    




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-010994-0007-CO

Voto 2010-18383
	03-11-10
	A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Diursa Inmobiliaria de Costa Rica S.A. en contra de la Parte Final de los artículos 58 y 66 de la Ley Sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, No.7727. Se rechaza de plano la acción.-

	10-014450-0007-CO

Voto 2010-18384
	03-11-10
	A las dieciséis horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Araya Villalobos en contra el inciso a) del artículo 145 del Código Notarial, Ley N° 7764. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-

	10-010659-0007-CO

Voto 2010-18388
	03-11-10
	A las dieciséis horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Livia Meza Murillo en contra del Artículo 4.2 de la Ley de Cobro Judicial. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-012758-0007-CO

Voto 2010-18389
	03-11-10
	A las dieciséis horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Luis Rodríguez Solano en contra del Artículo 146 inciso c) y 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	10-013248-0007-CO

Voto 2010-18390
	03-11-10
	A las dieciséis horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Sanabria Elizondo en contra del Artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	10-014240-0007-CO

Voto 2010-18392
	03-11-10
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez Penal de Alajuela en lo referente a la Resolución de las once horas del once de octubre de dos mil diez, dictada dentro del expediente que es causa penal por el delito de portación ilícita de arma permitida seguido contra Victor Carvajal Trejos. Se evacua la consulta formulada en el siguiente sentido: a) en lo que se refiere al artículo 48 de la Ley de Armas y Explosivos, debe estarse el consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2002-8852 de las catorce horas cuarenta minutos del once de setiembre de dos mil dos.- b) respecto de los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta planteada.-

	10-015336-0007-CO

Voto 2010-18644
	09-11-10
	A las dieciséis horas con once minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de aprobación del Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá, que se tramita en el expediente legislativo número 17.388. Se evacua la consulta preceptiva referente al proyecto de ley "Aprobación del Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá", que se tramita en el expediente legislativo número 17.388, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política.-



	10-009686-0007-CO

Voto 2010-18687
	10-11-10
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Xenia Lupita Sánchez en contra del Artículo 99 y 100 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-013103-0007-CO

Voto 2010-18688
	10-11-10
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marjorie de Bernardi Sandí, Róger Sánchez Monge en contra del Artículo 50 de la Ley de Notificaciones. Se rechaza de plano la acción.-

	10-013991-0007-CO

Voto 2010-18689
	10-11-10
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. La Amidala Internacional Sociedad Anónima en contra del artículo 19 de la Ley número 6122 del diecisiete de noviembre de mil novecientos setenta y siete, “Ley para garantizar al país mayor seguridad y orden”. Archívese el expediente.-

	10-014391-0007-CO

Voto 2010-18690
	10-11-10
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Christopher Pirie Gil en contra de los artículos 134 inciso d), 141 inciso d) y 71 bis de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-

	10-013068-0007-CO

Voto 2010-18694
	10-11-10
	A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Gutiérrez Mendoza en contra de la Resolución 2010-219-DM del Despacho de la Ministra de Seguridad Pública de las 9:00 horas del 22 de enero del 2010 y el oficio 0950-2010-DRH-SEC del 08 de febrero del 2010, emitido por la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública. Se rechaza de plano la acción.-

	10-015338-0007-CO

Voto 2010-18697
	10-11-10
	A las quince horas con veintidós minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del Protocolo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la Cooperación en el Campo de Control de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación del Protocolo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la Cooperación en el Campo de Control de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Tome nota el Directorio Legislativo de lo considerado por este Tribunal en el Considerando V de esta opinión consultiva.-

	10-012110-0007-CO

Voto 2010-18698
	10-11-10
	A las quince horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Daniel Esteban Salas Muñoz en contra de los artículos 11 de la Ley número 8720 del cuatro de marzo del dos mil nueve, Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y Código Penal y 334, 351 y 204 bis del Código Procesal Penal y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-006752-0007-CO

Voto 2010-18700
	10-11-10
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guadalupe Isabel Chavez Mancía en contra del Inciso A) del Artículo Segundo de la Ley Número 6041 de Creación de CONAPE y sus reformas. Se declara sin lugar la acción, La Magistrada Abdelnour Granados salva el voto y declara con lugar la acción, y anula por inconstitucional la frase "a costarricenses" del inciso a), del artículo 2, de de la Ley de Creación de la Comisión Nacional de Préstamos para Educación, Nº 6041 de 18 de enero de 19777 y sus reformas.-

	10-013699-0007-CO

Voto 2010-18702
	10-11-10
	A las quince horas con veintisiete minutos. Consulta Legislativa. Jorge Alberto Gamboa Corrales, José María Villalta Florez-Estrada, Carmen Muñoz Quesada, Manrique Oviedo Guzmán, Carmen Granados Fernández, José Joaquín Porras Contreras, María Eugenia Venegas Renauld, Yolanda Acuña Castro, Claudio Monge Pereira, Juan Carlos Mendoza García, y Gustavo Arias Navarro en lo referente al Proyecto de ley número 14836 “Modificación de varios artículos de la Ley N°7744, Concesiones y Operaciones de Marinas Turísticas”. Por mayoría se evacua la consulta formulada, en el sentido de que las reformas a los artículos 1, 5 y 21 de la "Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas", número 7744, contenidas en el artículo 2 del proyecto legislativo número 14836, resultan violatorias del derecho al ambiente y del principio de progresividad de los derechos fundamentales. 

Los Magistrados Mora, Castillo y Hernández salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto de ley número 14836, "Modificación de varios artículos de la Ley Nº 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas", no resulta inconstitucional en relación con la reforma a los artículos 1 y 5 de la Ley número 7744. En lo demás, no ha lugar a evacuar la consulta. El Magistrado Castillo pone nota. El Magistrado Castillo rechaza de plano la Consulta.-



	09-007688-0007-CO

Voto 2010-18714
	12-11-10
	A las diez horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Pablo Sibas Sibas en contra de los Artículo 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena, número 8487-G del Veintiséis de abril de mil novecientos setenta y ocho y el Decreto Ejecutivo número 13568-C-G, del treinta de Abril de mil novecientos ochenta y dos, Representación Legal de las Comunidades Indígenas por las Asociaciones de Desarrollo y como Gobierno Local. Se declara sin lugar la acción en relación con los artículos 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena, Decreto Ejecutivo número 8487-G del veintiséis de Abril de mil novecientos setenta y ocho, y el Decreto relativo a la Representación Legal de Comunidades Indígenas por Asociaciones de Desarrollo y como Gobierno Local, Decreto Ejecutivo número 13568-C-G del treinta de Abril de mil novecientos ochenta y dos. Desglósese el escrito de interposición y el escrito que corre agregado a folios 49 a 78 y certifíquense, con el fin de que sean tramitados como recurso de amparo.-

	10-014020-0007-CO

Voto 2010-18725
	12-11-10
	A las diez horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporativo Hotelera Punta Esmeralda S.A. en contra del contra el artículo 4 de la Ley de la Propina No. 4946 del 03 de febrero de 1972, reformado por el artículo 1 de la Ley número 5635 de 1974. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-015337-0007-CO

Voto 2010-18726
	12-11-10
	A las diez horas con veintidós minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de  "Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Turquía", expediente legislativo número 16267. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Turquía,  tramitado en el expediente legislativo número 16267, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-015479-0007-CO

Voto 2010-18727
	12-11-10
	A las diez horas con veintitrés minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de aprobación del «Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República del Paraguay y su Anexo», que se tramita en el expediente legislativo número 17.278. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que:  a)  no se observan infracciones constitucionales en la tramitación del proyecto de  "Aprobación del acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República del Paraguay y su Anexo", expediente legislativo número 17.278;  b) en cuanto al fondo de proyecto supracitado, los parágrafos 2 y 3) del artículo XIV del Proyecto de Acuerdo infringen lo dispuesto en los artículos 124 inciso 4) y 140 inciso 10) de la Constitución Política.-

	10-001696-0007-CO

Voto 2010-18965
	17-11-10
	A las trece horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Doris Gutiérrez Carrera en contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción planteada.- En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso d) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-

	09-011845-0007-CO

Voto 2010-18966
	17-11-10
	A las trece horas con diecinueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en lo referente al Artículo 4 inciso b) del Reglamento a la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Decreto Ejecutivo No. 24863 de 5 de diciembre de 1995. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no existe inconstitucionalidad, siempre y cuando se interpreten los artículos 4,inciso b) y  21 del Decreto Ejecutivo No. 24863-TUR-H del 5 de diciembre de 1995, de manera conforme con el Derecho de la Constitución, de modo que el beneficiario podrá gozar de las exenciones, beneficios e incentivos previstos en la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico No. 6990 del 15 de julio de 1985 y sus reformas, en tanto se encuentre en ejecución efectiva un programa o proyecto importante, nuevo, de ampliación o de remodelación. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese. Notifíquese. El Magistrado Cruz salva el voto y evacua la consulta en el sentido que las normas son inconstitucionales.-

	10-015343-0007-CO

Voto 2010-19200
	17-11-10
	A las diecisiete horas con trece minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al  Proyecto de Tratado para la Recuperación y Devolución de Vehículos, Aeronaves Robados o Materia de Disposición ilícita entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, expediente legislativo número 16693. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la Tratado para la Recuperación y Devolución de Vehículos, Aeronaves Robados o Materia de Disposición ilícita entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos,  tramitado en el expediente legislativo número 16693, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-015340-0007-CO

Voto 2010-19201
	17-11-10
	A las diecisiete horas con catorce minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa, sobre el proyecto de Aprobación del Acuerdo entre la República de Corea y la República de Costa Rica sobre el Programa de Voluntarios Coreanos de Ultramar, expediente legislativo número 16849. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de Aprobación del Acuerdo entre la República de Corea y la República de Costa Rica sobre el Programa de Voluntarios Coreanos de Ultramar, Expediente Legislativo número 16.849; y en cuanto al fondo, no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-015480-0007-CO

Voto 2010-19204
	17-11-10
	A las diecisiete horas con diecisiete minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa, referente al proyecto de aprobación de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, que se tramita en el expediente legislativo número  16.697. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, que se tramita en el expediente legislativo número 16.697, no contiene roces con los principios y normas constitucionales. Notifíquese.-

	10-015341-0007-CO

Voto 2010-19228
	19-11-10
	A las diez horas con cincuenta y tres minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del Protocolo Adicional al Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Organismo Internacional de Energía Atómica para la aplicación de salvaguardias en relación con el Tratado para la Proscripción de las armas nucleares en la América Látina y el Tratado sobre la no Proliferación de las armas nucleares. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Aprobación del Protocolo Adicional al Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Organismo Internacional de Energía Atómica para la aplicación de salvaguardias en relación con el Tratado para la Proscripción de las armas nucleares en la América Latina y el Tratado sobre la no Proliferación de las armas nucleares", expediente legislativo número 16850, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Notifíquese.-

	10-015584-0007-CO

Voto 2010-19229
	19-11-10
	A las diez horas con cincuenta y cuatro minutos. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial de Alajuela en lo referente al proceso para la revisión de la sentencia promovido por Juan Carlos Castro Porras, conocido como Papa, mayor, cédula de identidad número 1-722-046 y vecino de Alajuela, hijo de Mayra Porras Gómez y Jose Luis Castro Arroyo,  contra la resolución número 456-2007 de las catorce horas del once de setiembre de dos mil siete, dictada por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la presentación fuera del plazo legalmente establecido de un saneamiento de la acusación por parte de la Fiscalía, no forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal.-

	10-015478-0007-CO

Voto 2010-19701
	24-11-10
	A las dieciséis horas con treinta y nueve minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de "Aprobación del Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear", expediente legislativo número 16696. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de Aprobación del Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, Expediente Legislativo número 16696. En cuanto al fondo, se estima que el artículo 15 del Convenio consultado quebranta el artículo 31 de la Constitución Política, salvo que la Asamblea Legislativa introduzca una cláusula interpretativa para dicho numeral, o en su defecto emite la legislación que resulte acorde con éste, conforme se indica en la parte considerativa de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	10-013599-0007-CO

Voto 2010-19702
	24-11-10
	A las dieciséis horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Zúñiga Cambronero en su condición de Presidente y Representante de la Empresa “Dimon S. A.” en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte, referida al artículo 20 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	10-013977-0007-CO

Voto 2010-19703
	24-11-10
	A las dieciséis horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra los artículos 70, 71 y 358 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	10-011250-0007-CO

Voto 2010-19704
	24-11-10
	A las dieciséis horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Comercializadora Internacional de Granos Básicos R.L., Jorge Rojas en contra de la Ley N° 8763. Se rechaza por el fondo la acción.-



	10-011262-0007-CO

Voto 2010-19705
	24-11-10
	A las dieciséis horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Distribuidora El Armenio Sociedad Anónima, Luis Cordero Vargas en contra de la ley 8763 “Requisitos de desempeño para la importación de fríjol y maíz blanco con arancel preferencial, en caso de desabastecimiento.”. Se rechaza por el fondo la acción.-



	10-013070-0007-CO

Voto 2010-19708
	24-11-10
	A las dieciséis horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ronald Francisco González Alvarado en contra del Artículo 20 de la Ley de Protección al Trabajador. Se deniega el trámite a esta acción.-



	10-015481-0007-CO

Voto 2010-19733
	26-11-10
	A las ocho horas con cincuenta y cuatro minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del «Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación entre la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por una parte, y las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, por otra Parte», que se tramita en el expediente legislativo número  15.776. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la Aprobación del Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación entre la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por una parte, y las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, por otra parte,  tramitado en el expediente legislativo número 15776, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-015475-0007-CO

Voto 2010-19734
	26-11-10
	A las ocho horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de la «Adhesión de Costa Rica al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, al Protocolo de Enmienda al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, a las Recomendaciones de Enmienda del Sistema Armonizado y a la Nomenclatura del Sistema Armonizado», que se tramita en el expediente legislativo número 17.432. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de  Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, al Protocolo de Enmienda al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, a las Recomendaciones de Enmienda del Sistema Armonizado y a la Nomenclatura del Sistema Armonizado (expediente legislativo No. 17.432) no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.-

	10-015482-0007-CO

Voto 2010-19735
	26-11-10
	A las ocho horas con cincuenta y seis minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de la «Convención sobre Municiones en Racimo», que se tramita en el expediente legislativo número 17.381. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley denominado "Aprobación de la Convención sobre Municiones en Racimo" (expediente legislativo No. 17.381), no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Se interpreta que el artículo 13 de la Convención no resultaría inconstitucional si se considera que, si se trata de una reforma sustancial a la Convención sobre Municiones en Racimo, dicha enmienda debe ser incorporada a nuestro ordenamiento jurídico mediante el mecanismo de aprobación legislativa previsto en el artículo 121, inciso 4°), de la Constitución Política.


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-8634-007-CO
	José Manuel Echandi Meza y Francisco Javier Vargas Solano contra la interpretación del  artículo 9 de la Ley número 7088 del 30 de noviembre de 1978 (Ley de Reajuste Tributario) y de la Resolución 18 inciso a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano, así como de los Decretos Ejecutivos números 34109-H, 34871-H y 35605-H. 

Resolución de 11:40 horas del 14 de octubre del 2010

Boletín judicial 218, 219, 220 del 10, 11 y 12 de noviembre del 2010.
	COBRO DE IMPUESTOS A MAQUINARIA DE CONSTRUCCIÓN

Las normas se impugnan en cuanto incluyen  la maquinaria de construcción en el  cobro del impuesto a la propiedad de vehículos, aeronaves y embarcaciones, extendiendo el cobro, de manera inexplicable, irracional y antojadiza, a pesar de que ésta por definición no puede ser catalogada como un vehículo automotor, pues no tiene como función trasladar o transportar personas o mercadería por vías públicas terrestres y no se trata de un vehículo de lujo, como el Ministerio ha sugerido. Dicha situación ha creado daños de difícil e imposible reparación para los dueños de maquinaria de construcción y al interés público, por los altos impuestos que se les ha exigido pagar, sin considerar la naturaleza del cometido de esa maquinaria y las particularidades de las personas que las poseen y emplean. El inciso 13 del artículo 121, expresamente define la materia tributaria como una función exclusiva del Poder Legislativo, única fuente formal capaz de producir nuevos tributos o modificar los existentes. Esa indelegabilidad de funciones impide que el Poder Ejecutivo por la vía de la normativa infra legal o por su simple actuación material, genere impuestos no contemplados por el legislador, razón por la cual resulta ilegal toda acción encaminada a exigir el pago de un tributo no creado por ley, la aplicación de una tasa que exceda la prevista por la ley, o la ampliación de la base de  contribuyentes al incluir a personas que no fueron originalmente consideradas por el legislador como sujetos pasivos de obligaciones tributarias. Se explica que la maquinaria de construcción no se crea ni se utiliza como  medio de transporte, pues no es eficiente para el transporte de personas o cosas, no navega por los aires y usualmente tampoco es capaz de flotar, por lo que la maquinaria de construcción no encuadra dentro de la descripción de la norma tributaria y en consecuencia escapa de su aplicación. Se trata de máquinas que realizan un trabajo en espacios abiertos y que requieren de cierto desplazamiento. No obstante, la traslación no es una finalidad en sí mismo sino una consecuencia del trabajo que se realiza, que puede ser excavar, aplanar, nivelar, demoler, etc, y dependiendo de las circunstancias, puede utilizar la capacidad de la máquina de auto trasladarse, pero como consecuencia de la necesidad de que la máquina efectúe tareas. Alegan que cobrarle impuestos a la propiedad de máquinas utilizadas en el sector construcción, por el hecho de que tengan ruedas y un motor, no convierte a dichos artefactos en verdaderos vehículos, pues en nada contribuyen esas máquinas en la satisfacción de necesidades de transporte que tengan las personas. Esa maquinaria no circula por las vías terrestres. Cobrarle impuesto a la propiedad de vehículos automotores a una máquina que no circula por las carreteras nacionales si no lo es sobre una plataforma movida por un cabezal, al que también se le exige pagar el impuesto a la propiedad, sencillamente se trata de una doble imposición, pues tributa el medio de transporte y la carga.  Reclaman que el tributo fue sorpresivo, carente de proporcionalidad y razonabilidad en razón de su motivo, contenido y fin. También se atenta contra al principio de igualdad, ya que se está elevando a vehículos de lujo, máquinas de mera necesidad laboral, cuyos dueños evidentemente no suelen oscilar en el mismo rango de equidad  adquisitiva, inferencia que se hace del mismo fin de los bienes. 

	10-8753-007-CO
	Álvaro Sagot Rodríguez, Esther Badilla Mora y Karina del Carmen Rodríguez Méndez contra la palabra "privada" contenida en el artículo 24 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo, Decreto número 31136-MP-MINAE. 

Resolución de 10:30 horas del 21 de octubre del 2010

Boletín judicial 223, 224, 225 del 17, 18 y 19 de noviembre del 2010.
	AUDIENCIAS PRIVADAS EN MATERIA AMBIENTAL

La norma se impugna en cuanto impide la participación de cualquier persona interesada en la defensa del ambiente, en las audiencias que se llevan a cabo ante el Tribunal Ambiental Administrativo, pese a que  el artículo 50 de la Constitución Política establece la legitimación que posee toda persona para denunciar los actos que violenten dicho derecho y reclamar la reparación del daño causado. Una de las instancias que prevé el ordenamiento jurídico costarricense es el Tribunal Ambiental Administrativo, en el que se tramitan asuntos de relevancia para toda la sociedad, pues el derecho al ambiente sano y ecológicamente equilibrado es un derecho de naturaleza social.  

	10-13604-0007-CO
	Edwin Chavarria Abarca para que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 89 inciso E) y 101 de la convención colectiva de trabajo del Instituto Nacional de Seguros. 
Resolución de 08:26 horas del 26 de octubre del 2010.
Boletín judicial 223, 224, 225 del 17, 18 y 19 de noviembre del 2010.
	CONVENCION COLECTIVA DEL INS

-Artículo 89 inciso e) y 101 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. 

Las normas señalan que se prohíbe a los trabajadores endeudarse más allá de sus posibilidades y en caso de que así lo haga, podrá ser despedido sin responsabilidad patronal en caso de que ya se le haya dado una amonestación escrita.



	10-14139-0007-CO
	Rolando Laclé Zúñiga en su condición de apoderado generalísimo sin límite de suma de Bearingpoint México Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable, para que se declare inconstitucional el artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo 33411 de 27 de setiembre de 2006.   
Resolución de 08:15 horas del 27 de octubre del 2010.
Boletín judicial 223, 224, 225 del 17, 18 y 19 de noviembre del 2010.
	JURISPRUDENCIA SOBRE LAS CAUSAS DE EXCLUSIÓN DEL ABOGADO DEL PROCESO PENAL

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del  Juzgado Penal de Osa, en el sentido de que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples ocupaciones no puede asistir al juicio, pues el abogado debe ajustarse el tiempo del Tribunal y no el Tribunal al tiempo del abogado. 

Dicho criterio indica que se sostuvo en los expedientes 09-20092-454-PE y 09-202154-454-PE del Juzgado Penal de Osa, que había sido sostenido por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial, mediante resolución 742-2009. Se alega que viola el derecho de defensa, el principio de legalidad, derecho de trabajo. Ver expediente 10-13183.



	10-11565-007-CO
	Ruth Calvo Soto y Delsa María Calvo Soto, para que se declare inconstitucional el inciso 4 del artículo 572 del Código Civil, el cual dispone: “...Son herederos legítimos:  (...) 4) Los hijos de los hermanos legítimos o naturales por parte de madre y los hijos de la hermana legítima o natural por parte de madre”. 

Resolución de 10:55 horas del 26 de octubre del 2010

Boletín judicial 223, 224, 225 del 17, 18 y 19 de noviembre del 2010.

	HEREDEROS LEGÍTIMOS

La norma se impugna en cuanto dispone que solo los hijos e hijas de los hermanos y hermanas legítimos del causante por línea materna pueden heredar, no así los que provienen por la línea paterna. 

	10-11628-007-CO
	Juan Carlos Varela Muñoz, para que se declaren inconstitucionales los artículos 130 inciso d) y 80 párrafos 3) y 4) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas.
Resolución de 15:44 horas del 10 de noviembre del 2010

Boletín judicial 232 del 30 de noviembre del 2010 y 233, 234 del 01, 02 de diciembre del 2010. 

	SANCIONES DE PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA DE CONDUCIR

-Artículos 71 bis, 71 ter, 80 párrafos 3 y 4 y 130 inciso d) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. 

Contra sanciones de pérdida de puntos en la licencia de conducir, porque una persona dentro de una buseta de estudiantes no se ponga el cinturón de seguridad. Señala el recurrente que el que no se le permita conducir más por esa infracción, lesiona su derecho de trabajo, pues su oficio ha sido en los últimos años el de conducir busetas de estudiantes.



	10-15076-007-CO
	Jorge Alberto Chavarría Guzmán en su condición de Fiscal General de la República, para que se declare inconstitucional el artículo 37 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres
Resolución de 12:26 horas del 08 de noviembre del 2010

Boletín judicial 232 del 30 de noviembre del 2010 y 233, 234 del 01, 02 de diciembre del 2010. 

	FRAUDE DE SIMULACIÓN SOBRE BIENES SUSCEPTIBLES DE SER GANANCIALES
-Artículo 37 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres. No. 8589

Será sancionada con pena de prisión de ocho meses a tres años, la persona que simule la realización de un acto, contrato, gestión, escrito legal o judicial, sobre bienes susceptibles de ser gananciales, en perjuicio de los derechos de una mujer con quien mantenga una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, siempre que no configure otro delito castigado más severamente. Se indica a pesar de que el artículo 218 del Código Penal establecía un fuero de protección mayor, la Sala Tercera    aplica esta norma cuestionada, dejando en desventaja a las mujeres.  




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	218
	10 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-11352
Expediente 10-00477-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Maureen Patricia Ballestero Vargas en contra del artículo 262 del Código Electoral. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase que indica: “… sin perjuicio de lo que establece el artículo 68 de la Ley orgánica de la Contraloría General de la República.” Contenida en el Código Electoral, Ley No. 8765 de 19 de agosto de 2009, publicado en el Alcance 37 a La Gaceta No. 171 del 2 de septiembre de 2009. Se le da un plazo de treinta y seis meses a la Asamblea Legislativa para que dicte la reforma parcial a la Constitución Política y la reforma a su Reglamento para incorporar el deber de probidad como una causal de cancelación de credencial y otras sanciones. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. En lo demás, se declara sin lugar la demanda. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a las partes, y a la Asamblea Legislativa. El Magistrado Armijo Sancho y Pacheco Salazar salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro y la 
obaja
ado Calzada Miranda ponen nota.-



	218
	10 de noviembre del 2010
	Sentencia 2008-02129
Expediente 07-02870-0007-CO. A las diez horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Kattia Vanessa Umaña Araya en contra del inciso 2) del artículo 16 del Código de Familia. Se declara, por mayoría, con lugar la acción. En consecuencia se anulan los artículos 16 inciso 2) en cuanto señala: 

2) De la mujer antes de que transcurran trescientos días contados desde la disolución o declaratoria de nulidad de su anterior matrimonio, a menos que haya habido parto antes de cumplirse ese término o se pruebe mediante dictámenes de dos peritos médicos oficiales que no existe embarazo […].-

y del 28 inciso 4) la frase  y la prueba prevista en el inciso 2) del artículo 16,  ambos del Código de Familia.-

Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas y sentencias pasadas con autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La 
obaja
ado Calzada y el Magistrado Cruz dan además razones separadas.-

El Magistrado Sosto López salva el voto y declara sin lugar la acción y hace interpretación conforme del artículo 16 inciso 2) del Código de Familia.-



	219
	11 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-05221
Expediente 10-03143-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Contraloría General de la República en contra del Artículo 49 de la Undécima reforma a la quinta convención colectiva de trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 49 de la Undécima Reforma a la Quinta  Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Nacional de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-   El Magistrado Armijo pone nota.-



	224
	18 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-08298
Expediente 10-01078-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón en lo referente al Artículo 255 del Código Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 255 del Código Penal (Peligro de accidente culposo) resulta violatorio del Derecho de la Constitución, en los términos señalados en este fallo, por lo que se anula por inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los asuntos resueltos con autoridad de cosa juzgada material o situaciones jurídicas consolidadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	224
	18 de noviembre del 2010
	Sentencia 2008-09582
Expediente 01-00868-0007-CO. A las catorce horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marlen 
obaja Fonseca y otras en contra de los Estatutos del Partido Liberación Nacional, artículos 85 y 88. Se declara con lugar la acción, únicamente, por los efectos que produjo la norma impugnada durante su vigencia. En consecuencia, se anula por inconstitucional los artículos 85 y 88 del Estatuto del Partido Liberación Nacional del año 2000. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.-
Salvan el voto los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Araya García. Notifíquese.-



	226
	22 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-12299
Expediente 08-13516-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez en contra del Artículo 2 del Acuerdo No. 92 de 18 de Abril de 2008. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 2°, del Acuerdo No. 92 de 18 de abril de 2008, emitido por el Presidente de la República y el Ministro de la Presidencia y publicado en La Gaceta el 5 de mayo de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Presidente de la República, al Ministro de la Presidencia y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones.-



	232
	30 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-17900
Expediente 10-11821-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. PROCON S.A en contra del Artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y Jurisprudencia en razón de la competencia por la Materia de la Sala Primera de la Corte. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación de esa norma, remite a la jurisdicción laboral cualquier cuestión de carácter contencioso que surja con motivo de la aplicación de la Ley de Seguro Social. Se dimensionan los efectos de la sentencia de la siguiente manera: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo, el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a la empresa accionante. Comuníquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	216-217-218
	08-09-10 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-17556

Expediente 09-09272-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Partido Rescate Nacional, Partido Unión Patriótica en contra del Decreto No. TSE-06-2009 aprobado en la sesión ordinaria No. 54-2009 de 4 de junio de 2009 “Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los políticos” y la segunda frase del artículo 104 y la frase final del artículo 105, ambos de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil. No. 3504 de 10 de mayo de 1965. Se rechaza de plano la acción respecto del Decreto No. TSE-06-2009, "Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los partidos políticos", aprobado en la sesión ordinaria No. 54-2009 del 04 de junio de 2009 del Tribunal Supremo de Elecciones. En lo demás, se declara sin lugar la acción.-



	216-217-218
	08-09-10 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-16952

Expediente 08-11410-0007-CO. A las trece horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olman Arguedas Salazar en contra del Plan Regulador de Escazú. Se declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-



	216-217-218
	08-09-10 de noviembre del 2010
	Sentencia 2010-16979

Expediente 08-08787-0007-CO. A las trece horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Se aclara y adiciona la sentencia No. 2009-14288 de las quince horas diecinueve minutos del nueve de septiembre de 2009, de la siguiente manera: "Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. En lo demás, se declara sin lugar la demanda.".-



	231-232-233
	29-30 de noviembre y 1 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-17900

Expediente 10-11821-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. PROCON S.A en contra del Artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y Jurisprudencia en razón de la competencia por la Materia de la Sala Primera de la Corte. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación de esa norma, remite a la jurisdicción laboral cualquier cuestión de carácter contencioso que surja con motivo de la aplicación de la Ley de Seguro Social. Se dimensionan los efectos de la sentencia de la siguiente manera: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo, el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a la empresa accionante. Comuníquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.-



	231-232-233
	29-30 de noviembre y 1 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-18700

Expediente 09-06752-0007-CO. A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guadalupe Isabel Chavez Mancía en contra del Inciso A) del Artículo Segundo de la Ley Número 6041 de Creación de CONAPE y sus reformas. Se declara sin lugar la acción, La Magistrada Abdelnour Granados salva el voto y declara con lugar la acción, y anula por inconstitucional la frase "a costarricenses" del inciso a), del artículo 2, de de la Ley de Creación de la Comisión Nacional de Préstamos para Educación, Nº 6041 de 18 de enero de 19777 y sus reformas.-



	231-232-233
	29-30 de noviembre y 1 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-18714

Expediente 09-07688-0007-CO. A las diez horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Pablo Sibas Sibas en contra de los Artículo 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena, número 8487-G del Veintiséis de abril de mil novecientos setenta y ocho y el Decreto Ejecutivo número 13568-C-G, del treinta de Abril de mil novecientos ochenta y dos, Representación Legal de las Comunidades Indígenas por las Asociaciones de Desarrollo y como Gobierno Local. Se declara sin lugar la acción en relación con los artículos 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena, Decreto Ejecutivo número 8487-G del veintiséis de Abril de mil novecientos setenta y ocho, y el Decreto relativo a la Representación Legal de Comunidades Indígenas por Asociaciones de Desarrollo y como Gobierno Local, Decreto Ejecutivo número 13568-C-G del treinta de Abril de mil novecientos ochenta y dos. Desglósese el escrito de interposición y el escrito que corre agregado a folios 49 a 78 y certifíquense, con el fin de que sean tramitados como recurso de amparo.-
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AMBIENTE 

19757-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. FUNCIONAMIENTO DE ESTABLECIMIENTO COMERCIAL EN TURRIALBA. Manifiesta el recurrente que en el Turrialba se encuentra el establecimiento comercial denominado “Hotel Anexo La Roche”, conocido como Bar Ríos”. Señala que las actividades musicales en dicho local  producen una grave contaminación sónica, que además, ese establecimiento carece de permiso de construcción y de uso de suelo,  unido al hecho de que el hotel se encuentra en una zona de protección del río. Finalmente señala que los accionados no han tomado las medidas necesarias para paliar la contaminación sónica o clausurar las actividades de ese local comercial. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba, tomar inmediatamente las medidas necesarias y correspondientes a efectos de que en ningún momento el ruido producido por el Hotel Laroche conocido como Bar Ríos, ubicado en Turrialba, sobrepase los niveles de sonido permitidos, y que realicen únicamente las actividades establecidas en el permiso de funcionamiento número CE-ARS-T-REG-599-2009. Así también se ordena al Alcalde Municipal de Turrialba, definir un horario de funcionamiento para el local, atendiendo a las prescripciones sobre la materia, y evaluar si las instalaciones físicas son capaces de confinar el ruido, especialmente en horario nocturno. Deberá verificar que el establecimiento comercial cumpla con los permisos para operar. Esto, en el plazo de QUINCE DIAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, debiendo informar el resultado de esas diligencias a la Sala. CL
19773-10. NEGOCIO PRIVADO. FUNCIONAMIENTO DE FÁBRICA DE CERÁMICA EN SANTA ANA. Reclama el recurrente que él junto con los vecinos han presentado diferentes gestiones ante la recurrida para que, en protección del ambiente y su salud, aplique lo estipulado en el Plan Regulador de Municipalidad de Santa Ana a una fábrica de cerámica con horno combustible que opera bajo el nombre de "Cerámica Montero, lo anterior debido a que dicha fábrica se encuentra dentro de la Zona Residencial de Alta Densidad conforme al Plan Regulador del Cantón de Santa Ana, por lo que consideran que es improcedente su operación, fuera del área destinada para los fines artesanales, ubicados al sur de esa zona residencial de alta densidad. Indica que la fábrica de referencia opera mediante un horno combustible cuya chimenea se encuentra a menos de quince metros de edificaciones cercanas, muchas de las cuales se encuentran sobre el nivel de dicha chimenea. Dicho horno emite un humo negro, denso y espeso a diferentes horas del día, con un fuerte olor que se puede describir como "hule quemado" el cual es altamente molesto. Agrega que a pesar de haber sido advertida, la recurrida ha ignorado en todo momento aplicar el Plan Regulador, aparentemente alegando que le corresponde a la Municipalidad. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de Santa Ana. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Ana, adoptar de forma inmediata las acciones correspondientes que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias a fin de coadyuvar en la solución de los problemas de contaminación producidos por el funcionamiento de la fábrica Cerámica Montero. En cuanto al Área Rectora de Salud de Santa Ana, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
20227-10. PERMISOS. PORQUERIZA FUNCIONA SIN PERMISO SANITARIO. La recurrente acusa que en San Pedro de Jicaral opera una granja, como una porqueriza, de la cual emanan olores terribles, hay gran cantidad de moscas y los desechos son depositados en una zanja a cielo abierto sin ningún tipo de tratamiento. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Vice-Ministra de Salud girar las instrucciones pertinentes a efecto de ejecutar la orden sanitaria de cierre de la porqueriza en cuestión, hasta tanto haya cumplido y obtenido el correspondiente permiso sanitario de funcionamiento, y todos aquellos que sean necesaria para que funcione conforme a derecho. CL 
19351-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR BAR EN HEREDIA. Reclama el recurrente que presentó una denuncia por problemas  de contaminación sónica que genera un bar cercano a su casa. Alega que a pesar del tiempo, no se ha hecho nada para normalizar la situación y evitar el grave daño en la salud que se produce por el ruido. Manifiesta que también se denunció la situación en la Municipalidad de Heredia, cuyos funcionarios constataron las violaciones denunciadas y por ello han clausurado en dos oportunidades el local, empero el bar sigue operando a vista y paciencia de ambas autoridades públicas y el problema de contaminación sónica sigue afectando su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía contencioso administrativa. CL

18855-10. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS NEGRAS CONTAMINAN CAUCE DEL RÍO CORROGRES EN POZOS SE SANTA ANA. Manifiestan  los recurrentes que los establecimientos ubicados en el Centro Comercial "El Paseo" vierten aguas contaminadas al Río Corrogres en Pozos de Santa Ana. Refieren que ese hecho fue denunciado al Ministerio de Salud, no obstante  no les ha notificado ninguna acción al respecto.    Explican que también se contamina con aguas negras y servidas la micro cuenca de río Uruca y del río Virilla. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Santa Ana, coordinar las acciones correspondientes a efectos de que se proceda inmediatamente a fiscalizar y supervisar que no se viertan aguas servidas, negras, o contaminantes al cauce del Río Corrogres, debiendo informar a los recurrentes de las acciones que se tomen respecto de la situación planteada. CL

18417-10. PERMISOS. PROYECTO DE ELECTRIFICACIÓN SIN ESTUDIOS PREVIOS. Mencionan los recurrentes que son vecinos de calle San  Pedro, en Barrio La Quintana, en Santo Domingo de Heredia, que el proyecto de Doble Circuito de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A. pretende abastecer de electricidad a sus abonados; sin embargo, éstos se han visto afectados pues el proyecto no cuenta con estudios previos para la colocación de los postes del tendido eléctrico. Algunos postes han sido colocados en lugares de alta vulnerabilidad; la vía es muy estrecha y los postes de alta tensión constituyen un riesgo para la comunidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
19734-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO INTERNACIONAL DEL SISTEMA ARMONIZADO DE DESIGNACIÓN Y CODIFICACIÓN DE MERCANCÍAS. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Aprobación de la «Adhesión de Costa Rica al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, al Protocolo de Enmienda al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, a las Recomendaciones de Enmienda del Sistema Armonizado y a la Nomenclatura del Sistema Armonizado», que se tramita en el expediente legislativo número 17.432. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de  Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, al Protocolo de Enmienda al Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, a las Recomendaciones de Enmienda del Sistema Armonizado y a la Nomenclatura del Sistema Armonizado (expediente legislativo No. 17.432) no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.-

19733-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACUERDO DE DIÁLOGO POLÍTICO Y COOPERACIÓN CON LA COMUNIDAD EUROPEA Y SUS ESTADOS MIEMBROS. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Aprobación del «Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación entre la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por una parte, y las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, por otra Parte», que se tramita en el expediente legislativo número  15.776. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la Aprobación del Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación entre la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por una parte, y las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, por otra parte,  tramitado en el expediente legislativo número 15776, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.
19735-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENCIÓN SOBRE MUNICIONES EN RACIMO. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Aprobación de la «Convención sobre Municiones en Racimo», que se tramita en el expediente legislativo número 17.381. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley denominado "Aprobación de la Convención sobre Municiones en Racimo" (expediente legislativo No. 17.381), no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Se interpreta que el artículo 13 de la Convención no resultaría inconstitucional si se considera que, si se trata de una reforma sustancial a la Convención sobre Municiones en Racimo, dicha enmienda debe ser incorporada a nuestro ordenamiento jurídico mediante el mecanismo de aprobación legislativa previsto en el artículo 121, inciso 4°), de la Constitución Política.

19701-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO PARA LA REPRESIÓN DEL TERRORISMO NUCLEAR. Consulta Legislativa  en lo referente al Proyecto de "Aprobación del Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear", expediente legislativo número 16696. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de Aprobación del Convenio Internacional para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, Expediente Legislativo número 16696. En cuanto al fondo, se estima que el artículo 15 del Convenio consultado quebranta el artículo 31 de la Constitución Política, salvo que la Asamblea Legislativa introduzca una cláusula interpretativa para dicho numeral, o en su defecto emite la legislación que resulte acorde con éste, conforme se indica en la parte considerativa de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
19228-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO CON EL ORGANISMO DE ENERGÍA ATÓMICA PARA LA PROSCRIPCIÓN DE ARMAS NUCLEARES EN AMÉRICA LATINA. Consulta Legislativa  en lo referente al Proyecto de Aprobación del Protocolo Adicional al Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Organismo Internacional de Energía Atómica para la aplicación de salvaguardias en relación con el Tratado para la Proscripción de las armas nucleares en la América Latina y el Tratado sobre la no Proliferación de las armas nucleares. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Aprobación del Protocolo Adicional al Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Organismo Internacional de Energía Atómica para la aplicación de salvaguardias en relación con el Tratado para la Proscripción de las armas nucleares en la América Latina y el Tratado sobre la no Proliferación de las armas nucleares", expediente legislativo número 16850, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Evacuada

19200-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. TRATADO CON ESTADOS UNIDOS SOBRE LA RECUPERACIÓN Y DEVOLUCIÓN DE VEHÍCULOS Y AERONAVES ROBADOS. Consulta Legislativa referente al  Proyecto de Tratado para la Recuperación y Devolución de Vehículos, Aeronaves Robados o Materia de Disposición ilícita entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, expediente legislativo número 16693. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la Tratado para la Recuperación y Devolución de Vehículos, Aeronaves Robados o Materia de Disposición ilícita entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos,  tramitado en el expediente legislativo número 16693, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
19201-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACUERDO CON COREA SOBRE VOLUNTARIOS DE ULTRAMAR Consulta Legislativa sobre el proyecto de Aprobación del Acuerdo entre la República de Corea y la República de Costa Rica sobre el Programa de Voluntarios Coreanos de Ultramar, expediente legislativo número 16849. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de Aprobación del Acuerdo entre la República de Corea y la República de Costa Rica sobre el Programa de Voluntarios Coreanos de Ultramar, Expediente Legislativo número 16.849; y en cuanto al fondo, no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
19204-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENCIÓN PARA LA PROTECCIÓN DE LA DIVERSIDAD DE EXPRESIONES CULTURALES. Consulta Legislativa referente al proyecto de aprobación de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, que se tramita en el expediente legislativo número  16.697. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, que se tramita en el expediente legislativo número 16.697, no contiene roces con los principios y normas constitucionales. Notifíquese. Evacuada
18726-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE COOPERACIÓN CON TURQUÍA. Consulta Legislativa en lo referente al proyecto de  "Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Turquía", expediente legislativo número 16267. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Turquía, tramitado en el expediente legislativo número 16267, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

18727-10.  INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACUERDO DE TRANSPORTE AÉREO CON PARAGUAY.  Consulta Legislativa en lo referente al proyecto de aprobación del «Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República del Paraguay y su Anexo», que se tramita en el expediente legislativo número 17.278.Se evacua la consulta formulada en el sentido de que:  a)  no se observan infracciones constitucionales en la tramitación del proyecto de  "Aprobación del acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República del Paraguay y su Anexo", expediente legislativo número 17.278;  b) en cuanto al fondo de proyecto supracitado, los parágrafos 2 y 3) del artículo XIV del Proyecto de Acuerdo infringen lo dispuesto en los artículos 124 inciso 4) y 140 inciso 10) de la Constitución Política. Evacuada
18644-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO  TURÍSTICO ENTRE COSTA RICA Y PANAMÁ. Consulta Legislativa en lo referente al proyecto de aprobación del Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá, que se tramita en el expediente legislativo número 17.388. Se evacua la consulta preceptiva referente al proyecto de ley "Aprobación del Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá", que se tramita en el expediente legislativo número 17.388, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política. Evacuada

18702-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONCESIÓN Y OPERACIÓN DE MARINAS  TURÍSTICAS. Consulta Legislativa  en lo referente al Proyecto de ley número 14836 “Modificación de varios artículos de la Ley  7744, Concesiones y Operaciones de Marinas Turísticas. Por mayoría se evacua la consulta formulada, en el sentido de que las reformas a los artículos 1, 5 y 21 de la "Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas", número 7744, contenidas en el artículo 2 del proyecto legislativo número 14836, resultan violatorias del derecho al ambiente y del principio de progresividad de los derechos fundamentales.  Los Magistrados Mora, Castillo y Hernández salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto de ley número 14836, "Modificación de varios artículos de la Ley Nº 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas", no resulta inconstitucional en relación con la reforma a los artículos 1 y 5 de la Ley número 7744. En lo demás, no ha lugar a evacuar la consulta. El Magistrado Castillo pone nota. El Magistrado Castillo rechaza de plano la Consulta.-Evacuada

18697-10.  INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE COOPERACIÓN CON FEDERACIÓN RUSIA PARA EL CONTROL DE ESTUPEFACIENTES. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del Protocolo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la Cooperación en el Campo de Control de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación del Protocolo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre la Cooperación en el Campo de Control de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Tome nota el Directorio Legislativo de lo considerado por este Tribunal en el Considerando V de esta opinión consultiva. Evacuada

COMERCIO
20004-10.TRANSPORTE PRIVADO. LIMITACIONES MEDIANTE DIRECTRIZ A LOS PORTEADORES. Acusa la recurrente que la autoridad accionada emitió la Directriz No. 5061-2010, para la verificación de las condiciones operativas del servicio de transporte privado de personas, mediante el cual se dispone aplicar una serie de restricciones atípicas a los porteadores. Argumenta que las restricciones que se pretenden aplicar fueron declaradas inconstitucionales por parte de la Sala Constitucional por medio del voto número 10-16335. En este caso, la Sala indica que no le corresponde sustituir al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y la Policía de Tránsito o actuar como alzada en la materia, a fin de determinar si en el caso concreto de la empresa amparada, cumple con los requisitos o condiciones exigidas por nuestro ordenamiento jurídico para la prestación del servicio de porteo. De otra parte, debe indicarse que la potestad de emitir reglamentos se encuentra acordada al Poder Ejecutivo en virtud del artículo ciento cuarenta de la Constitución Política por lo que las normas reglamentarias se encuentran en estricta relación con la disposición legal a la que sirven. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
CONTRATOS O LICITACIONES
18455-10. CONCESIONES. INSTALACIÓN DE QUEBRADOR EN CACHÍ DE CARTAGO. El accionante reclama que denunció ante la Dirección de Geología y Minas, que el borde del inmueble propiedad de Paraíso Tropical INC S.A., ubicada a la margen del río Reventazón, estaba siendo afectado por un dique construido por la titular de la concesión número 8-91, pese a lo cual no se le ha notificado la realización de la inspección correspondiente, ni se le ha entregado copia del resultado alguno, ni se le permitió participar en dicha diligencia. Además, las autoridades recurridas no han tomado las medidas necesarias para detener los daños al ambiente provocados por el supuesto dique. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director de Geología y Minas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que de inmediato gire las órdenes y emita las instrucciones requeridas para que se eliminen las barras aludidas en el oficio número DGM-CME-33-2009 de 20 de abril de 2009 dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de la parte dispositiva de este pronunciamiento. CL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

18861-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO Indica el recurrente que al amparado quien es estudiante de sétimo año  se le impuso una suspensión de cinco días y un rebajo de puntos en su nota de conducta, debido a una presunta falta disciplinaria.  Manifiesta que para imponer dicha sanción no se le siguió un debido proceso, pues nunca se le otorgó oportunidad de defenderse, y menos aún, de ser oído y presentar prueba de descargo. Alega que la docente guía se limitó a llamar a su hijo y le hizo firmar una hoja en donde supuestamente aceptó los cargos que se le imputaron.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución del Colegio La Asunción impuesta al amparado por el Comité de Disciplina mediante resolución No. 01-09-2010 de las dos horas treinta minutos del 14 de septiembre de dos mil diez. CL

18700-10. EXTRANJEROS. PRESTAMOS EN CONAPE NO SE OTORGAN A EXTRANJEROS. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Inciso A) del Artículo Segundo de la Ley Número 6041 de Creación de CONAPE y sus reformas. La norma se impugna en cuanto dispone que los préstamos para educación se concedan solo a los costarricenses, excluyendo la posibilidad de que los  extranjeros puedan acceder a dichos préstamos. A juicio del recurrente, esta normativa lesiona el principio de igualdad, el principio de razonabilidad y proporcionalidad, así como los derechos fundamentales a la protección de la familia,  al trabajo y  a la educación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Abdelnour Granados salva el voto y declara con lugar la acción, y anula por inconstitucional la frase "a costarricenses" del inciso a), del artículo 2, de de la Ley de Creación de la Comisión Nacional de Préstamos para Educación, Nº 6041 de 18 de enero de 19777 y sus reformas. SL

18475-10. MATERIAS. CLASES DE EDUCACIÓN FÍSICA. SE ORDENA IMPARTIR LECCIONES. Alega el recurrente que el amparado es alumno de tercer grado del centro educativo accionado. Refiere que esa escuela tiene amplios espacios para impartir lecciones de Educación Física, sin que se perjudique el silencio que necesitan las demás aulas vecinas. Manifiesta que desde este año, se dejó de impartir la materia  referida, presumiendo que dicha decisión fue tomada por la autoridad accionada, pues no existe una disposición alguna por parte del Ministerio de Educación Pública, que restrinja las lecciones de esa materia en el país. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, adoptar de inmediato las acciones administrativas necesarias para  asegurar que en el curso lectivo 2013 se imparta la materia de Educación Física en la Escuela Unificada República de Perú-Vitalia Madrigal Araya. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
19742-10. ACCESO A EXPEDIENTE. NIEGAN ACCESO A DENUNCIA INTERPUESTA POR LA PARTE AFECTADA. Reclama el recurrente que por más de cinco años ha tenido problemas de contaminación sónica por la iglesia denominada "Ciudad del Rey" y que se ubica frente a su casa de habitación en Santa Ana. Asegura que ha presentado diversas gestiones ante el Área de Salud  denunciando la situación descrita; sin embargo, no ha obtenido los resultados esperados, motivo por la cual se apersonó al Área de Salud de la comunidad para acceder al expediente que se lleva a cabo con ocasión a su denuncia pero se lo impidieron. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Director a. i. del Área Rectora de Salud de Santa Ana del Ministerio de Salud, que se le garantice al amparado el libre acceso al expediente administrativo en que se tramita su denuncia. CL
19755-10. ACCESO A EXPEDIENTE. SE NIEGA ACCESO A ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. Alega el recurrente que SETENA le negó el acceso al Estudio de Impacto Ambiental emitido en el caso de la empresa Corporación de Expansión Hidroeléctrica Gea S.A.. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el derecho de acceso a la información administrativa es un mecanismo de control en manos de los administrados, puesto que, le permite a éstos, ejercer un control óptimo de la legalidad y de la oportunidad, conveniencia o mérito y, en general, de la eficacia y eficiencia de la función administrativa desplegada por los diversos entes públicos. En el caso bajo estudio, una vez obtenidas las copias del expediente administrativo, los representantes de Friends of Osa no encontraron el mencionado estudio de impacto ambiental, pese a que dentro de dichas copias aparece el índice del Estudio. Al respecto, las autoridades de SETENA informaron que el documento en cuestión se encuentra extraviado y que de no aparecer se procederá a su reposición. A partir de lo expuesto, la Sala tiene por acreditada la alegada violación a los derechos fundamentales del recurrente, toda vez el ejercicio del derecho consagrado en el artículo 30 de la Constitución Política no se vio limitado por alguna causa razonable o justificada conforme al derecho de la Constitución, sino que se vio impedido por el extravío del estudio de impacto ambiental, lo cual evidentemente no es motivo para la falta de entrega del documento en cuestión. Ante tal situación, se aprecia que la Administración no tomó ninguna medida efectiva y eficaz en aras de dar una pronta solución definitiva al recurrente. No fue sino hasta una vez notificado el presente recurso de amparo, que la Administración dispuso llevar a cabo una búsqueda exhaustiva del documento, y en caso de fracasar,  reponer la documentación faltante en el expediente administrativo. Así las cosas, procede declarar con lugar el recurso, con sus consecuencias. Se declara con lugar el recurso por la lesión del derecho de acceso a la información administrativa. Se le ordena a la Secretaria General Ad-Hoc de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, inmediatamente, garantizarle al recurrente, el acceso a la totalidad de las piezas que conforman el expediente administrativo No. 1261-2006-SETENA, incluido el Estudio de Impacto Ambiental correspondiente. CL
19790-10. INSTITUCIONAL. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS EN LA CCSS. Alega el recurrente que el sindicato amparado solicitó al Director del Centro de Instrucción y Procedimiento Administrativo información relacionada con la cantidad de ingresos a esa instancia del año 2005 a la fecha, no obstante la información requerida le fue denegada.  Refiere que reiteró la solicitud indicando que únicamente era referente a datos estadísticos generales y no casos específicos, pero nuevamente le rechazaron la solicitud debido a que la información requerida era atinente a números de casos, descripción de hechos y partes. Considera que aún  y cuando se les respondió, no les suministró la información solicitada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora del Centro para la Instrucción de Procedimientos Administrativos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, brinden al recurrente la información solicitada el 26 de julio de 2010 en los términos señalados en el considerando IV de esta sentencia. CL
19225-10. LEGITIMACIÓN. NO SE ADMITE AMPARO POR PETICIÓN ENTRE ORGANOS QUE INTEGRAN UN  ENTE. El recurrente demanda amparo por la omisión del Proveedor de la Municipalidad de Tibás en resolver la petición que presentó -en su condición de Síndico del Concejo Municipal de Tibás-. Sin embargo, se trata de una cuestión suscitada entre dos órganos administrativos. De ahí, que por derivar ello de relaciones ínter-orgánicas, no resulta procedente el amparo del derecho de petición. Entre órganos que integran un ente deben existir las relaciones de coordinación necesarias para asegurar la circulación fluida de la información.  En consecuencia de lo expuesto, procede rechazar por el fondo el recurso. RP
DERECHO DE PENSION
18965-10. MATRIMONIO. ELIMINAN PENSIÓN POR CASARSE DE NUEVO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna en cuanto violenta el artículo 33 de la Constitución Política, ya que produce una situación de desigualdad frente a la familia  con base en el matrimonio legal y afecta los derechos patrimoniales de ésta, pues obligaría a la pareja a mantenerse en una unión de hecho, para no perder el derecho, lo que fomenta ese tipo de relaciones y en consecuencia provoca la lesión a los derechos señalados en el artículo 571 del Código Civil, porque limita el derecho a heredar, así como los demás derechos que señala el Código de Familia, incluyendo lo señalado en el artículo 160, en cuanto a los alimentos. Dicha norma excede los límites de razonabilidad y violenta otros derechos fundamentales, como la protección constitucional al matrimonio como base de la familia.  Aduce que la norma también contraviene el artículo 74 de la Constitución Política, que establece que el derecho de pensión es de carácter irrenunciable pues la norma restringe el libre ejercicio del derecho a contraer matrimonio, por lo que tal situación eliminaría de forma automática el derecho a la pensión, es decir, una renuncia a dicho derecho. Se declara CON LUGAR la acción planteada.- En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso d) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. CL

18856-10.  DOBLE REMUNERACIÓN. DERECHO A RECIBIR DOS PENSIONES O SALARIO Y PENSIÓN. Alega la recurrente que mediante resolución emitida por el Despacho del Ministro de Trabajo y Seguridad Social, se declaró la caducidad del derecho de traspaso de la pensión de Hacienda, que venía recibiendo a partir del fallecimiento de su cónyuge, lo anterior, por encontrarse ella laborando para la Caja Costarricense de Seguro Social.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones números R-EP-DNP-NRE-1259-2007 de las quince horas treinta y tres minutos del doce de marzo de dos mil siete, de la Dirección Nacional de Pensiones; y 810-2007 de las catorce horas tres minutos del diecinueve de setiembre de dos mil siete, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se le ordena al Ministro de Trabajo y Seguridad Social y a la Directora Nacional de Pensiones, respectivamente, que se le restituya a la recurrente, en el pleno goce de sus derechos. CL

18463-10. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. NIEGAN PENSIÓN A MENOR CON DISCAPACIDAD. Indica la recurrente que ha solicitado en dos ocasiones solicitó una pensión para su hija por encontrarse con una parálisis cerebral profunda, sin embargo, en ambas oportunidades se la han negado por tener otorgada una pensión por orfandad. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones de la Sucursal de Ciudad Quesada de la Caja Costarricense de Seguro Social, Nº PEN-CQ-RNC-375-04 de las 12:05 hrs. de 8 de octubre de 2004 y PEN-SCQ-RNC-49-07 de 20 de febrero de 2007, mediante las cuales se denegó la pensión por parálisis cerebral profunda solicitada a favor de la amparada. En consecuencia, se le ordena al Gerente de Pensiones y al Administrador de la Sucursal de Ciudad Quesada de la Caja Costarricense de Seguro Social, conocer y resolver la solicitud de pensión por el Régimen No Contributivo por parálisis cerebral profunda presentada a favor de  la amparada, de conformidad con lo resuelto por esta Sala en el Voto Nº 2010-015058 de las 14:50 hrs. de 8 de septiembre de 2010.CL

18464-10. DOBLE REMUNERACIÓN.  DERECHO A RECIBIR DOS PENSIONES. Manifiesta la recurrente que la amparada sufre de parálisis cerebral profunda y, por este motivo, se le concedió una pensión por el régimen no contributivo. No obstante se le canceló la pensión que disfrutaba alegando que ninguna persona puede gozar de dos pensiones. Estima que no se realizó ningún estudio socioeconómico para determinar si el monto de la pensión por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte es suficiente para atender sus necesidades básicas, que deben ser al menos iguales al menor salario mínimo legal mensual fijado por el Poder Ejecutivo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Departamento del Régimen No Contributivo de la Gerencia División Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social Nº DRNC-1650 de 19 de noviembre de 2002, mediante la cual se dispuso cancelar la pensión vitalicia que disfrutaba la amparada. En consecuencia, se le ordena al Gerente de Pensiones y al  de Jefe del Área Gestión Pensiones del Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social restituir a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

18465-10. DOBLE REMUNERACIÓN. DERECHO A RECIBIR DOS PENSIONES. Refiere la recurrente que la amparada es beneficiaria de una pensión por sucesión de su fallecido esposo, Indica que la amparada está nombrada en propiedad en un puesto de docencia en el Ministerio de Educación Pública, y recibe, en virtud de ello un salario.  Que el nombramiento de la amparada es anterior al fallecimiento de su cónyuge y se encuentra vigente a la fecha. Que por esa razón, mediante resolución número DNP-RE-188-2009 de las ocho horas treinta minutos del veinte de enero del dos mil nueve, del Director Nacional de Pensiones recurrido, se instauró un procedimiento administrativo contra la amparada que pretende demostrar la caducidad del derecho de recibir la pensión como el salario que recibe, con el objeto de privarla de su derecho adquirido. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Órgano Director del Procedimiento, Nº OD-04-2009 de las 10:00 hrs. de 27 de febrero de 2009, mediante la cual se hizo formal traslado de cargos a la amparada. En consecuencia, se le ordena al Director Nacional de Pensiones,  restituir a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

18687-10. ARRENDAMIENTO. PROPIEDADES DE INTERÉS SOCIAL. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 99 y 100 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. Estima el accionante que las normas vulneran la libertad de contratación, la libertad de empresa y el derecho de propiedad, dado que establece que la expiración del plazo respecto de una vivienda de carácter social, solo procede cuando el arrendador la solicita para uso propio o de sus familiares, siempre que no hayan habitado en vivienda propia durante el último año. De esta forma se da un contrato sin vencimiento de plazo y se obliga a transmitir el bien a favor del inquilino. Sobre el artículo 99 impugnado, se cita la sentencia 8493-97. La Sala determinó que la norma no resulta inconstitucional, pues tiende a cumplir con la función social de la propiedad y los principios de justicia social.  En consecuencia, no resulta irrazonable que se les otorgue un trato diferente y preferente a las personas que arriendan una vivienda calificada como de interés social. Respecto del artículo 100, el accionante considera que vulnera la libertad de contratación, la libertad de empresa y el derecho de propiedad, al  establecer que la expiración del plazo respecto de una vivienda de carácter social, solo procede cuando el arrendador la solicita para uso propio o de sus familiares, siempre que no hayan habitado en vivienda propia durante el último año. De esta forma se da un contrato sin vencimiento de plazo y se obliga a transmitir el bien a favor del inquilino. No obstante, por sentencia número 6413-96 este Tribunal se pronunció sobre la constitucionalidad de dicha norma y se indicó que pretende cumplir con la función social de la propiedad, a que se refiere el artículo 45 constitucional, de modo que, se protejan las condiciones particulares de grupo sociales que por sus condiciones económicas y sociales, se encuentran en un estado de vulnerabilidad. RF
18516-10. DAÑOS A PROPIEDAD. NIEGAN CORTA DE ÁRBOL. Argumenta el recurrente que solicitó a los accionados una inspección y corta de un árbol que se encuentra a la orilla del Río de Pedregoso, tomando en cuenta para ello el peligro de que dicho árbol cayera sobre su casa de habitación y el sistema de cableado eléctrico. Manifiesta que los recurridos rechazaron su solicitud, argumentando que por la ubicación donde se encuentra el árbol, no es posible otorgar un permiso de corta.  Reitere que su preocupación deriva del hecho de que ese árbol se derrumbe,  destruya su casa o cause una lesión a los miembros de su familia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO DE TRABAJO
19756-10. PLUS SALARIAL. SE ALEGA ELIMINACIÓN DE PLUS SIN DEBIDO PROCESO. El recurrente interpuso este amparo contra la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, porque, sin procedimiento previo, le suprimió el pago del porcentaje de su salario correspondiente a la prohibición, del que disfrutaba desde el año 2005. Considera lesionado, en su perjuicio, el principio de intangibilidad de los actos propios. Sobre el tema se cita el voto 9040-02. Señala la Sala que se constata que el Alcalde Municipal de Santa Bárbara de Heredia, sin seguir un procedimiento administrativo previo, revocó el pago del rubro salarial correspondiente a la prohibición, que el recurrente ha recibido desde el año dos mil cinco, que si bien el recurso debe estimarse, no se pone en duda que el pago sea improcedente, como lo afirman los recurridos en sus informes. El problema no está en la eliminación del pago, sino en la falta de un procedimiento previo para hacerlo. Por consiguiente, esta sentencia no exime de ninguna manera de la obligación de corregir la irregularidad, tal como, según indicó el Alcalde Municipal, lo recomendó la Contraloría General de la República, mediante oficio número 10455 del ocho de octubre de dos mil ocho. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan los memorandos números 238-2010 y 252-2010, suscritos por el Alcalde de la Municipalidad de Santa Bárbara en fechas 30 de julio y 11 de agosto, ambos de 2010, respectivamente. CL
19786-10. PLUS SALARIAL. ELIMINAN PAGO DE DISPONIBILIDAD. El recurrente reclama que, habiéndole reconocido el pago de disponibilidad desde hace unos diecinueve años—, de manera intempestiva se suprimió su pago, lo que violenta el principio de intangibilidad de los actos propios. Señala la Sala que si bien, no le compete a esta Jurisdicción determinar si a un funcionario le corresponde o no el pago por concepto de disponibilidad, ya que, hace referencia a una discusión de legalidad ordinaria, lo cierto es que la Administración no puede suprimir, intempestivamente, el pago de esos pluses reconocidos como derechos subjetivos, tal y como sucedió en el sub lite. Al suspender el pago referido de forma unilateral, la Administración desconoció un derecho subjetivo que se había incorporado en la esfera jurídica de la amparada sin que para ese efecto, haya observado los recaudos formales y sustanciales del ordinal 173 de la Ley General de la Administración Pública. Esta situación configura, sin duda, un quebranto al principio de intangibilidad de los actos propios. Ahora bien, se aclara a las autoridades recurridas que esta Sala no cuestiona la facultad que tienen para verificar el cumplimiento de la normativa vigente en materia de reconocimiento de pluses, lo que, incluso, podría llevarlas a determinar la improcedencia del pago de esos extremos y gestionar el reembolso o recuperación de las sumas pagadas, sin embargo, ese análisis debe efectuarse con estricto apego al Ordenamiento Jurídico y, sobre todo, con respeto de las garantías constitucionales indicadas en esta sentencia. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio del Departamento de Recursos Humanos de la Comisión accionada, Nº DRH-OF-493-2010 de 7 de agosto de 2010, y, en consecuencia, se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
19778-10. PLUS SALARIAL. MODIFICACIÓN DEL PAGO DE ZONAJE A FUNCIONARIOS DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN. Consideran los actores que el procedimiento que sigue el Consejo Nacional de la Producción para modificar la forma en que se les paga el zonaje contraviene sus derechos adquiridos. Sobre el tema de la modificación del pago del sobresueldo de zonaje a los funcionarios del Consejo Nacional de Producción, la Sala ha tenido la oportunidad de referirse en dos ocasiones anteriores, en las cuales ha dejado claro que la variación que se pretende imponer es contraria al principio constitucional de intangibilidad de los actos propios. Se citan las sentencias 11860-04 y 3373-10. Se reitera lo señalado en esas sentencias en el sentido de que si la Contraloría General de la República y Procuraduría General de la República se niegan a dar su venia para declarar la nulidad de los actos en sede administrativa, no tiene más opción el Consejo Nacional de la Producción que considerarse impedido para anular el acto en esa vía administrativa y acudir al proceso ordinario contencioso administrativo de lesividad. Razón por la cual, se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios DRH-AAS N°1375-08, DRH-AAS N°1377-08, DRH-AAS N°1378-08, DRH-AAS N°1379-08 y DRH-AAS N°1386-08 del 9 de diciembre de 2008 del Director de Recursos Humanos del Consejo Nacional de la Producción y los actos que de ellos derivan. Se ordena al Gerente General del Consejo Nacional de la Producción, disponer lo necesario para que se mantengan las condiciones de pago de zonaje de los recurrentes, mientras ese acto declarativo de derechos no sea suprimido conforme al ordenamiento constitucional. CL
19814-10. DESPIDO. INTERINO ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que fue cesado de sus funciones como asistente judicial y que se le puso en conocimiento su cese de nombramiento interino, sin que previamente, se llevara a cabo algún tipo de proceso; solo se le indicó que se debía a la falta de idoneidad para el puesto y la pérdida de confianza, lo anterior, sustentándose en hechos falsos ya que hasta el momento no ha recibido queja u amonestación en  su contra.  Agrega que su jefe inmediato al momento de entregarle la carta antes citada, le señaló que debía volver a su plaza anterior, misma que ya no ostenta, pues para obtener el nombramiento como asistente judicial tuvo que renunciar a ese puesto. Añade que la sanción disciplinaria deber ser dictada por una autoridad competente y no  a través de una simple nota, violentándose en su perjuicio su derecho a la defensa y a obtener un debido proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
19791-10. DESPIDO. SE LE NIEGA DEFENSOR A FUNCIONARIO JUDICIAL INTERINO. Reclama el recurrente violación a su derecho de defensa toda vez que el Director Regional del Organismo de Investigación Judicial procedió a cesar su nombramiento interino sin que se cumpliera con las exigencias mínimas del debido proceso y ante una serie de inconsistencia en el proceso. Además, alega que en esa causa seguida en su contra no se le permitió defenderse con defensor público, a pesar de haber realizado la solicitud. Sobre la estabilidad de interinos se cita el voto 10235-10 y con base en el análisis concreto del caso el Tribunal estima que sí se ha dado una violación al derecho de defensa del recurrente. Lo anterior porque se comprueba que a pesar de solicitarlo en la causa seguida en su contra no se le permitió defenderse con defensor público al recurrente, porque, según la Administración, no se trata de un procedimiento disciplinario sino de un acto administrativo de cese de nombramiento.  Así, al habérsele negado el defensor público bajo estos supuestos lesiona directamente el derecho de defensa del recurrente. Por ende, corresponde anular las resoluciones de cese nombramiento del recurrente para que la Administración valore nuevamente la solicitud de defensor público bajo los supuestos mencionados. Lo anterior no es  óbice para que, si concluido el procedimiento administrativo y existe mérito suficiente, se imponga la sanción que corresponda con arreglo a Derecho. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. 2867-DRH-10 del 01 de setiembre de 2010, así como oficio No. 946-DG-10 del 17 de setiembre de 2010. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos. CL 

19355-10. PRESTACIONES. ATRASO EN EL PAGO. Manifiesta la recurrente que a partir de marzo del año en curso, se acogió a su derecho de pensión y desde ese momento presentó ante las autoridades recurridas reclamo administrativo requiriendo el pago de sus prestaciones legales, sin que a la fecha se haya resuelto nada al respecto. Señala que se ha comunicado vía telefónica y de forma personal con dichas autoridades a fin de consultar sobre el trámite que se ha dado a esa solicitud, y lo único que se le informa es que debe esperar, porque existen otros reclamos que tienen más de un año de estar pendientes de resolver. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública, proceder de inmediato a girar las instrucciones pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias a efectos de que, dentro del término improrrogable de 15 días naturales contados a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, la recurrente reciba respuesta a su solicitud y el pago de los extremos laborales que le correspondan. CL

19007-10. SANCION. VIOLACION AL PRINCIPIO NOM BIS IN IDEM. Alega el recurrente que fue sancionado administrativamente por el mal uso de tarjetas de combustible. Además, en el Departamento de Procedimientos Administrativos del Ministerio recurrido se realizó un proceso paralelo que culminó con la decisión de obligarle al pago de 550000 colones, lo que reprocha como ilegítimo, porque eran tres personas las consideradas responsables. Considera que al ser sancionado administrativa y civilmente se ha violentado el principio de non bis in idem. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, estima la Sala que no existe una doble sanción. Sobre si procede o no sancionar al accionante, se remite a la sentencia 9410-10. Se rechaza por el fondo el recurso en cuanto se alega lesión al principio de non bis in idem. En lo demás, deberá estarse el recurrente a lo ya resuelto en la sentencia 2010-9410 de las 08:55 horas del 28 de mayo de 2010. RF
18710-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO Alega el recurrente que la autoridad le informó al Gerente de la Aduana acerca de la supuesta extracción de una muestra de perfume por su persona. Indica que sin tomar en consideración el principio de presunción de inocencia y, sin permitirle ejercitar su derecho de defensa se le prohibió el ingreso a las referidas instalaciones a partir de esa fecha. Asegura que con ocasión de la denuncia en mención, se emitió nota en el que le requirió a la Gerente de Ventas que le informara si del acto ocurrido se desprendía alguna consecuencia tributaria y, adicionalmente, le indicó que aportara las pruebas correspondientes. Asegura que la única fuente de ingreso que tiene para la manutención de él y su familia es el salario que percibe por su trabajo. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula la nota Ref. 082-10 del 02 de junio de 2010, suscrita por la Gerente de Ventas y Servicio al Cliente de Terminales Santamaría S.A. y dirigida al Gerente de la Aduana Santamaría. CL

18725-10.  SALARIO. PROPINA COMO PARTE DEL SALARIO. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad de la última frase del artículo 4 de la Ley de la Propina No. 4946 del 3 de febrero de 1972, reformado por el artículo 1 de la Ley No. 5635 del 9 de 1974, por estimarlo violatorio del principio de progresividad del derecho al salario, ya que con esta reforma se modificó completamente el propósito inicial que tenía el derecho a la propina, como marco de regalía. En este caso se rechaza por el fondo la acción, por cuanto ya la Sala se pronunció sobre el tema en la sentencia 4806-10, indicando que contrario a la afirmación del acccionante, la Sala consideró en aquella oportunidad, que interpretar que la propina no debe ser considerada parte del salario, para efectos prestacionales, lejos de violentar la Constitución Política, se reafirma con el principio de progresividad del salario. RF
18862-10. IUS VARIANDI. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que las autoridades recurridas ordenaron su reubicación de puesto, sin concederle la posibilidad de impugnar dicho acto, actuación que va en detrimento de las garantías del debido proceso y del derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción de personal No. 599-RH-2010 del 8 de julio de dos mil diez y se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

18560-10. DESPIDO. LES IMPIDEN A FUNCIONARIOS SACAR OBJETOS PERSONALES.  Alegan los recurrentes que la autoridad recurrida les comunicó una sanción disciplinaria de despido sin responsabilidad patronal y ordena ejecutarlo a partir de la notificación, procediendo a sellarse el acceso de las oficinas respectivas e inclusive que para el retiro de objetos personales, debe mediar para poder ingresar, un escrito ante el despacho de esa autoridad institucional que indique el día y hora de entrega. Solicitan que se anule la resolución  37250-2 de la Gerencia Médica y que se sustituya por otra que cumpla legítimamente con los requerimientos protectores y de previsión. Se declara con lugar el recurso únicamente por haber impedido a los actores retirar sus objetos personales, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, a los efectos de condenar a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
18396-10. SANCIÓN. SUSPENDEN A TRABAJADORA EN ESTADO DE EMBARAZO CON GOCE DE SALARIO EN EMPRESA PRIVADA. Alega la recurrente que informó verbalmente y entregó el reporte de análisis, a la empresa para la cual labora, que tenía cinco semanas de gestación. Indica que debido a lo anterior se le entregó oficio donde se le informó  que estaba suspendida con goce de salario por un período de veinte días; no obstante, no se le indica a partir de qué fecha, ni cuando debe reincorporarse al trabajo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la suspensión, con goce de salario, ordenada en contra de la actora, en oficio #14-10 del 12 de octubre de 2010, del Director de Recursos Humanos de Líneas del Atlántico Limitada (LINACO). Salvan el voto los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez. CL

18482-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que en su contra se inició un procedimiento administrativo en el cual no se cumplió el debido proceso y se violentó su derecho de defensa, debido a que se le aplicó una suspensión sin goce de salario por ocho días. Establece que no se le comunicó ningún propósito de sanción, sino que le impusieron la sanción de forma directa,  pues no le concedieron los cinco días a que tenía derecho para oponerse a la. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al derecho de defensa. Se ordena al Gerente Administrativo y Apoderado Generalísimo sin límite de suma de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte, de forma inmediata, las medidas necesarias dentro del marco de sus competencias, para que en el término de 24 horas, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se adicione el oficio No 8442-5-10-A,  de fecha 5 de mayo de 2010, para que se le indique el amparado de manera expresa, los recursos procedentes contra la decisión de suspenderlo sin goce de salario por un período de ocho días, el órgano ante quien debe interponerlos, el que los resuelve y el plazo para hacerlo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

18399-10. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINA.  Refiere que la directora de la Escuela recurrida la acusó de no haberse presentado a laborar, motivo por el cual elevó el caso al  Régimen Disciplinario, lo que  culminó con el cese de su interinidad por haber incurrido en una falta grave. Asimismo, en esa decisión se especificó que se enviaría copia de lo resuelto en esa oportunidad a la Dirección General de Servicio Civil, para proceder a una eventual exclusión de su persona del registro de elegibles. Ante todo esto, sólo se le brindó oportunidad de impugnar lo resuelto por medio de un recurso de reposición, pese a ello su recurso fue declarado sin lugar. Argumenta que nunca fue notificada del nombramiento. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones no. 1219-2010 de las 08:00 del 29 de abril de 2010 y no. 1772-1010 de las 10:00 horas del 25 de junio de 2010, ambas del Ministerio de Educación Pública y, en consecuencia, se restituye a la recurrente  en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

18521-10.  DESPIDO. MIEMBRO DE LA FUERZA PÚBLICA. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Refiere el recurrente que fue despedido sin responsabilidad por causa justificada.  Que contra la citada resolución interpuso los correspondientes recursos de revocatoria o reposición que fue declarado sin lugar.  Considera que no se le siguió el debido proceso, por cuanto es el Presidente de la República y el Ministro a quienes compete remover a los oficiales de la fuerza pública. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
18494-10. DESPIDO. EMPRESA PÚBLICA – ENTE DE DERECHO PRIVADO. HOSTIGAMIENTO LABORAL. La recurrente aduce vulnerados sus derechos fundamentales, dado que, según su criterio, ha sido víctima de acoso laboral por parte de la Jefe del Departamento de Talento Humano de Radiográfica Costarricense S.A.. Sin embargo, sobre el particular, esta Sala ha sido del criterio que, para determinar si en un caso concreto se ha producido hostigamiento laboral, también llamado “mobbing”, se debe demostrar la existencia de ciertas características o elementos esenciales, como la intencionalidad de minar la autoestima y dignidad del funcionario, la repetición de la agresión por un período prolongado de tiempo, que la misma provenga de quienes tienen la capacidad de causar daño y que su finalidad consista en presionar al servidor para que abandone su trabajo y así dar por terminada la relación de empleo, para lo cual, consecuentemente, se requiere de un proceso plenario para demostrarlo. De ahí que, no corresponda a este Tribunal Constitucional dilucidar el citado alegato en el marco de un proceso de amparo, cuya naturaleza sumaria no es compatible con la evacuación de pruebas abundantes o complicadas, de modo tal que deberá la recurrente -si a bien lo tiene-, plantear el asunto en un proceso jurisdiccional ordinario. Se remite a la sentencia 14356-07. Sobre el despido, se indica que en casos de empresas públicas -entes de derecho privado- como lo es Radiográfica Costarricense S.A., se ha señalado, de modo expreso, constatada la celebración del contrato individual de trabajo, la ruptura de la relación se regula en lo general por lo dispuesto en el Código de Trabajo y debe someterse a conocimiento del juez ordinario, que es a quien corresponde analizar la legalidad del despido, según se indicó en la sentencia  16586-06. SL
15175-10. DESPIDO. SI FUNCIONARIO DE POLICIA ES DESPEDIDO PRODUCTO DE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, NO ES NECESARIO EL ACUERDO EJECUTIVO. (Cambio de criterio) El recurrente señala que labora para el Ministerio de Justicia y Gracia desde el 02 de diciembre de 1996, en plaza en propiedad como agente de seguridad y vigilancia, destacado, últimamente, en el Centro de Atención Institucional La Reforma. Acusa que fue despedido por medio de un acto ineficaz, por cuanto, en su contra, se inició un procedimiento administrativo que culminó en su despido, sin embargo, la Administración omitió realizar el despido de conformidad con lo que establece el artículo 140 inciso 1) de la Constitución Política. Argumenta que, la Policía Penitenciaria está adscrita a la Fuerza Pública, de conformidad con lo que establece el artículo 31 de la Ley General de Policía, razón por la cual su despido es improcedente dado que la competencia para ejecutar su despido la tiene, en exclusiva, el Presidente de la República y el Ministro del ramo. Este Tribunal Constitucional, en un caso similar al expuesto por el recurrente (sentencia número 2010-004131 de las 11:38 horas del 26 de febrero de 2010), señaló la necesidad de la promulgación de un acuerdo ejecutivo para remover a un miembro de la fuerza pública. No obstante, bajo una mejor ponderación de los hechos alegados y puestos en conocimiento por el gestionante, este Tribunal considera que, en el caso de la “libre remoción” de los miembros de la fuerza pública -artículo 140 inciso 1) de la Constitución Política-, no aplica en estos casos. S i el cese se debe a un procedimiento administrativo llevado a cabo con todas las garantías constitucionales del caso, y por medio del cual, se logró demostrar que existió una causa justificada para que se produzca el despido en disputa, tal y como, sucedió en el caso del amparado, no es necesaria la existencia del citado acuerdo ejecutivo. RF 
DERECHO PENAL
19817-10. DECOMISO. RETENCIÓN DE VEHÍCULO POR INVESTIGACIÓN. Manifiesta el recurrente que en una causa penal en su contra, se investiga un atropello con un vehículo que se dio a la fuga.  El 1 de octubre de 2010, los inspectores del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya, se apersonaron a su negocio "Supermercado Valle Verde y le secuestraron su vehículo y no se lo han devuelto, por lo que considera que el OIJ se ha extralimitado en sus potestades, secuestrando un vehículo propiedad privada y manteniéndolo retenido, sin contar con una orden judicial que así lo ordene.  Señala la Sala que en este caso, no lleva razón el recurrente, pues consta que  la facultad de decomisar bienes se encuentra recogida en el artículo 198 del Código Procesal Penal, en concordancia con los artículos 199 y 190, de donde se desprende la facultad de las autoridades judiciales de ordenar el secuestro del vehículo, sin perjuicio que el perjudicado pueda acudir ante el Juez de garantía a impugnar lo actuado o solicitar la devolución del mismo (artículo 200 del Código Procesal Penal). Obviamente, el secuestro sería temporal hasta que desaparezca la causa del mismo, finalice la investigación o una autoridad jurisdiccional resuelva sobre el destino definitivo del mismo. De esta manera, no lleva razón el recurrente por cuanto la autoridad recurrida actuó dentro de sus facultades y apegado al Ordenamiento Jurídico al secuestrar un vehículo cuestionado y relacionado con un delito. Ahora bien, si el recurrente considera que lo actuado en su caso concreto es ilegítimo, pese a lo dicho hasta aquí, ello hace referencia a un reparo propio de plantearse y resolver en la sede penal, en concreto, ante la Fiscalía que tramita la causa, o bien, en su defecto, ante el Tribunal del Procedimiento Preparatorio, como autoridad jurisdiccional a la que le compete justamente controlar -en el caso de un proceso penal, en su fase preparatoria- el respeto por las garantías, facultades y los derechos previstos para las partes, conforme lo dispuesto por los artículos 1, 4, 6 y 277 del Código Procesal Penal. Además, determinar si procede la devolución temporal o definitiva del vehículo también deberá resolverse en la sede penal, tal y como lo prevé el artículo 200 de la citada normativa. SL
19962-10. MENOR DE EDAD. PRORROGA DE PRISIÓN POR MAS DE CUATRO MESES.  Se acusa que la detención del amparado, quien es menor de edad, es ilegítima porque se dictó ampliación de la prisión preventiva a pesar de haber excedido los cuatro meses.  En este caso, observa la Sala que fue con el fin de asegurar la  realización de la audiencia de juicio y con autorización del artículo 258 del Código Procesal Penal, que la autoridad jurisdiccional recurrida mantuvo  la medida de detención provisional hasta la culminación del  debate y a la fecha. El motivo que sustenta la orden de dos meses de medida cautelar privativa de libertad es porque ya existe sentencia condenatoria, la que no ha adquirido firmeza, y en consecuencia, tanto la prórroga de la prisión preventiva del amparado dictada con el fin de  asegurar la realización del debate cuestionada en este recurso; así como la prórroga  dictada en la sentencia condenatoria que impone quince años de prisión al joven amparado por el delito de homicidio calificado, resultan constitucionalmente legítimas, siendo actualmente tal medida el único medio posible para asegurar la culminación del proceso hasta la firmeza del  fallo y su fase de ejecución. Se declara sin lugar el recurso. SL 
19964-10. PRISION PREVENTIVA. AUDENCIA. Alega el recurrente que el Tribunal accionado omitió celebrar la audiencia oral que solicitó en el recurso de casación que presentó contra la sentencia que condenó al tutelado a cuatro años de prisión por haber sido encontrado autor responsable del delito de abusos deshonestos. Sin embargo, de conformidad con lo dicho supra, se observa que tal omisión, no ha tenido la virtud de incidir de manera directa o propiciar una amenaza al menos, en el derecho a la libertad del tutelado. Efectivamente, como se constata de autos, si bien es cierto que el Tribunal de Casación Penal accionado confirmó la sentencia que condenó al tutelado sin haber realizado previamente la audiencia oral solicitada, también es lo cierto que tan pronto como el recurrente presentó la gestión de actividad procesal defectuosa en la que puso en evidencia tal omisión, el Tribunal accionado procedió inmediatamente a reconocer el error que había cometido, declaró con lugar la gestión de actividad procesal defectuosa y por ende dispuso que la sentencia dictada era ineficaz, comunicando posteriormente la integración del nuevo Tribunal que conocería del recurso y señalando fecha para realizar la audiencia.  Asimismo, no puede dejarse de lado el hecho de que, según se ha afirmado bajo juramento a esta Sala, el recurrente presentó la gestión de actividad procesal defectuosa más de un mes después de que se notificó la resolución del Tribunal de Casación Penal que confirmó la sentencia impugnada, así como también la importante circunstancia de que el tutelado ha estado en libertad desde que se dictó la sentencia condenatoria, ello por cuanto, ni el Tribunal que dictó sentencia condenatoria ni el Tribunal de Casación, dictaron alguna medida restrictiva de su libertad personal. SL 

20281-10 PRISIÓN PREVENTIVA. VECIMIENTO DEL PLAZO. Alega el recurrente que se encuentra privado de su libertad en el Centro de Atención Institucional San José y que el Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José, declaró sin lugar el recurso de apelación presentado por la defensa y confirmó la prisión preventiva ordenada en contra del tutelado, estipulando en dicha resolución que el imputado "fue detenido el veinte de julio de dos mil diez, por lo que la misma vence el veinte de octubre de dos mil diez". Indica que al día veintiuno de octubre de dos mil diez, el tutelado continuaba detenido, sin que se le hubiere notificado vista alguna para conocer de la prórroga de prisión preventiva. En este caso, constata la Sala que el Juzgado resolvió la solicitud formulada por el Ministerio Público para prorrogar la prisión preventiva del amparado, el día posterior al vencimiento de esa medida cautelar, según el plazo que fue fijado por el Tribunal de juicio. CL
20282 -10 PRISIÓN PREVENTIVA. PRORROGA. El recurrente aduce que el Tribunal decidió suspender en la causa que se le sigue al tutelado, el debate en la fecha programada, por solicitud del abogado defensor del otro coimputado y señaló una nueva fecha, con el agravante de que se le prorrogó el plazo de detención a su representado, siendo lo factible haber hecho una desacumulación de causas para que se resolviera la situación del tutelado. Señala la Sala que no resulta atendible por la vía del hábeas corpus la pretensión del recurrente, pues este Tribunal únicamente puede conocer aquellas actuaciones de los Tribunales comunes que guardan una estricta relación e incidencia sobre la libertad personal, y en el caso concreto, la libertad del tutelado está siendo restringida por una decisión de un Juez de la República, dentro del ejercicio de sus competencias y debidamente fundamentada, por ello no se considera que dicha medida sea arbitraria. Además del informe rendido bajo juramento, se desprenden razones suficientes para validar el accionar del Tribunal recurrido. SL
19737-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. El recurrente acusa la falta de fundamentación de la prisión preventiva emitida por el Juzgado Penal recurrido que prorrogó en contra del amparado medida cautelar de prisión preventiva, por cuanto en su contra solo existe una simple sospecha y no existe prueba alguna de que desee fugarse. Señala la Sala que contrario a lo que indica el recurrente, la autoridad jurisdiccional determinó que del estudio del expediente se denota la presunción de culpabilidad del amparado y demás imputados en virtud de que estamos en presencia de un caso de criminalidad organizada en coautoría en muchos de los actos, en virtud de que tenían un plan previamente organizado donde cada uno de ellos realizaba funciones bien definidas. En el caso del accionante se dispuso prorrogar la prisión en virtud de los peligros procesales, presunción de culpabilidad y la magnitud del año causado se encuentran latentes, así como por la alta penalidad del delito que se le atribuye. Por lo expuesto, considera este Tribunal que no existe violación al derecho fundamental a la libertad personal del amparado, pues la resolución en cuestión se encuentra debidamente fundamentada estableciendo los peligros procesales existentes para justificar el decreto de la prisión preventiva en contra del amparado dentro de lo que se destaca su participación en los hechos acusados de criminalidad organizada, así como por la alta penalidad del delito por el cual es investigado, motivo por el cual el recurso debe ser declarado sin lugar, como en efecto se ordena. SL
19739-10. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO.  La recurrente alega que el amparado se encuentra ilegítimamente detenido, ya que la prisión preventiva dictada en su contra venció el pasado 15 de noviembre,  sin que se haya prorrogado dicha medida. Señala la Sala que en este caso, consta que el plazo en que el amparado estuvo detenido sin que hubiere resolución jurisdiccional de autoridad competente que así lo dispusiere, constituye una privación ilegítima a su libertad, lo que obliga a la Sala a estimar recurso. Nótese que la prisión preventiva  venció el 15 de noviembre y fue hasta por resolución de las quince horas treinta minutos del 16 de noviembre que se dispuso en libertad, con lo cual el amparado permaneció un día detenido ilegítimamente. CL
19539-10. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega la recurrente que dentro de la causa penal que se sigue al amparado, fueron convocados  a la vista para conocer las medidas cautelares y en la misma se le impusieron al amparado medidas sustitutivas a la prisión preventiva, rechazando la petición del fiscal.  No obstante, se le notificó que se acogió el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público y se ordenó la prisión preventiva de su representado, por el plazo de tres meses. Considera que se violentó el principio de oralidad, al no señalar la vista para conocer sobre la apelación y el derecho a la defensa técnica y material del imputado. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, número 210-2010, de las quince horas del 3 de noviembre de 2010. Se ordena al Tribunal celebrar de inmediato la audiencia oral que corresponde para conocer y resolver el recurso de apelación planteado por el Ministerio Público contra la resolución del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, de las diecisiete horas del 4 de octubre de 2010.CL
19703-10. VICTIMA. PARTICIPACIÓN DE LA VICTIMA EN EL PROCESO PENAL. Acción de Inconstitucionalidad  en contra los artículos 70, 71 y 358 del Código Procesal Penal. Considera el accionante que las normas impugnadas limitan el papel de la víctima en el proceso penal y le otorgan un trato discriminatorio en relación con el imputado, en virtud de que no se le concede el derecho de impugnación, tiene derechos subsidiarios en cuanto al ofrecimiento de pruebas y en cuanto a la participación en la búsqueda de la verdad, posee escasa intervención en el tema de la imposición de medidas cautelares, no puede estar presente en los anticipos jurisdiccionales, no se le permite recurrir en apelación y casación, no puede interponer protesta por actividad procesal defectuosa ni participar activamente en la fase de juicio, a menos que se constituya en querellante o actor civil. Estima la Sala que los aspectos que el accionante considera omitidos por la norma no lo están. Véase que el artículo 71 cuestionado otorga a la víctima los derechos de información, de ser escuchada en juicio, de plantear peticiones, de participar en los actos procesales, incluyendo las audiencias donde se solicite la aplicación de medidas cautelares que tengan que ver con la defensa de su vida e integridad, la audiencia preliminar, a apelar el sobreseimiento definitivo y la desestimación, así como a recurrir cuando el Ministerio Público le comunique su decisión de no impugnar la sentencia condenatoria o el cese o modificación de medidas cautelares. Además de ello, la víctima, si así lo desea puede constituirse en querellante. Se cita el voto 1193-95. En razón de lo anterior, se rechaza por el fondo la acción. RF
19690-10. MENOR DE EDAD. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. En el presente asunto, el recurrente cuestiona la decisión de los recurridos de no aceptar la actividad procesal defectuosa que planteara contra la ampliación de la prisión preventiva de sus representados, a pesar de que ésta fue dictada por una jueza que se había excusado con anterioridad. Asimismo, alega que el Tribunal Penal Juvenil del II Circuito Judicial de San José, al analizar un recurso de apelación que planteara, procedió a conocer y rechazar de oficio la excusa planteada por la Jueza Penal Juvenil de Pérez Zeledón, lo que estima contrario a derecho. Con vista en lo anterior, debe indicarse que a criterio de esta Sala los alegatos planteados por el accionante constituyen un asunto de mera legalidad que no corresponde ventilar en esta vía, toda vez que este Tribunal no puede entrar a analizar si debía acogerse la gestión de actividad procesal defectuosa presentada por el recurrente, o si el Tribunal Penal Juvenil accionado se extralimitó o no al resolver la excusa planteada por la Jueza. SL
19689-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. SE PRORROGA DESPUÉS DE VENCIDA. El recurrente acusa que el Tribunal prorrogó la prisión preventiva un día después de vencida. Alegó que la prórroga se venció el 8 de noviembre y no el 11 como, por equivocación se consignó en el acta de la audiencia oral. Esta Sala considera que lleva razón, en efecto, es claro que hay un error material en el acta de la audiencia oral, puesto que si el plazo de dos meses de prisión preventiva se iniciaba el 8 de septiembre, debía vencer el 8 de noviembre. En todo caso, así consta en la grabación de dicha audiencia, según lo acepta el Juez del Tribunal Penal. Así las cosas el hábeas corpus se debe declarar con lugar. El recurrido deberá tomar en consideración que, ante la duda que generaba el acta, debió revisar la grabación de la audiencia con el fin de evitar que el plazo de prisión se venciera. A juicio de esta Sala sí había motivos para dudar del acta, pues, como se indicó, presentaba una inconsistencia. Ahora bien, al momento de interponerse este recurso de hábeas corpus, ya la situación del tutelado estaba definida, pues ya se había dictado la prórroga. Por consiguiente, no procede ordenar su libertad. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
19692-10. PRISIÓN PREVENTIVA. PROBLEMAS CON GRABACIÓN DE LA AUDIENCIA. Alega la recurrente que contra la resolución del Juzgado que impuso la medida de prisión preventiva al tutelado, se interpuso recurso de apelación alegando falta de fundamentación. Afirma que en el trámite de alzada la Juez Penal reconoció que no existía registro de la resolución oral mediante la cual ordenó esa privación de libertad y que con el objeto de reemplazar la resolución, presentó ante el órgano superior un resumen escrito de lo que según ella había resuelto en la audiencia oral, lo cual, según la aquí accionante, nunca puede surtir los efectos de la resolución que impugna. Con base en lo anterior, agrega que el amparado se encuentra ilegítimamente detenido, no existiendo resolución judicial alguna que justifique su privación de libertad. En este caso, señala la Sala que sí se produjo una resolución del Juzgado que ordenó la prisión preventiva, sino que además, consta en el legajo de medidas cautelares.  Ahora bien, el que hubiera fallado la grabación de ese acto jurisdiccional no desvirtúa el hecho de que el Juzgado, en presencia del imputado, de su defensora y del Ministerio Público, conoció la solicitud de la Fiscalía y se pronunció imponiendo esa medida cautelar por el plazo de tres meses. Por otra parte, el alegato sobre el intento de subsanar esa falla u omisión a través de un informe escrito del a quo, también carece de fundamento, porque el Tribunal de alzada resolvió ordenarle al Juzgado que realizara una nueva audiencia para conocer la solicitud de imposición de medidas cautelares. SL
19706-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DE PLAZO. La recurrente alega que el amparado se encuentra ilegítimamente detenido, ya que la prisión preventiva dictada en su contra venció el pasado 15 de noviembre,  sin que se haya prorrogado dicha medida. En este caso, se compraba la omisión del Órgano Jurisdiccional accionado de resolver acerca de la prorroga o no de la medida cautelar de prisión preventiva impuesta al amparado con anterioridad a su vencimiento. Lo cierto es que un Estado Constitucional, si algún tipo de justicia necesita estar revestida de garantías extremas para asegurar que no haya arbitrariedad judicial o ilegalidad es la justicia penal. En este ámbito, como en ninguno otro, el juez, que es juez de garantías, no debe propiciar vulneraciones a los derechos fundamentales. El juzgador penal debe ser especialmente cauteloso, a fin de no desconocer los principios en que se funda esta forma de administración de justicia, dispuesta en los artículos 41 de la Constitución Política y 4 del Código Procesal Penal. Para efectos del resguardo de un derecho fundamental tan importante como lo es la libertad, este Tribunal no puede aceptar que se diga que otra Jueza del Despacho tenía la responsabilidad de disponer sobre la continuidad o no de la detención temporal del acusado, pues en reiterada jurisprudencia, la Sala ha advertido sobre la diligencia que deben observar los jueces penales en las causas que exista reo preso. En virtud de lo anterior la Sala estima que el plazo en que el amparado estuvo detenido sin que hubiere resolución jurisdiccional de autoridad competente que así lo dispusiere, constituye una privación ilegítima a su libertad que obliga a la Sala a estimar recurso. CL
19220-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SIN  RESOLUCIÓN QUE LA FUNDAMENTE. La recurrente estimó transgredida la libertad personal de su defendido, pues, en su criterio, el tutelado permaneció privado de libertad varios días sin una resolución jurisdiccional que así lo ordenara. En este caso, se demostró que, efectivamente el tutelado permaneció privado de libertad, sin una resolución jurisdiccional que así lo ordenara. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que, durante ese plazo, el amparado estuvo detenido ilegítimamente. De otra parte, se demostró que con ocasión del dictado de la sentencia condenatoria, se dispuso la prórroga de la prisión preventiva del justiciable por seis meses, lo que resulta ajustado a derecho. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
19224-10. PRISIÓN PREVENTIVA. PRORROGA ORDENADA POR TRIBUNAL DE JUICIO. El recurrente reclama que al tutelado se le dictó prisión preventiva en forma ilegítima pues la ordenó el Tribunal de Juicio de Puntarenas, cuando lo correcto, al ser un trámite de tramitación compleja, es que la dictara el Tribunal de Casación Penal. Sobre el tema, la Sala señaló que si el Tribunal de Juicio se declaró competente para dictar la resolución respectiva, es un argumento que hace referencia a una discusión que deberá plantearse y resolverse en la propia sede penal. Esto porque, como ha señalado en reiteradas ocasiones este Tribunal, que la Sala no es una instancia más en el proceso penal, ni le corresponde sustituir a los jueces penales en ejercicio de sus funciones. SL
19229-10.  MINISTERIO PÚBLICO. POSIBILIDAD QUE DA EL JUEZ AL MINISTERIO PÚBLICO DE ENMENDAR LA ACUSACIÓN. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad en lo referente al proceso para la revisión de la resolución número 456-2007 de las catorce horas del once de setiembre de dos mil siete, dictada por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela. Se consultan tres aspectos: a) La violación al debido proceso por la posibilidad concedida al Ministerio Público por el juez en la audiencia preliminar, para enmendar la acusación. b) La necesidad de haber hecho tal prevención según el artículo 15 del Código Procesal Penal, cuyo plazo conferido debe ser interpretado como perentorio, de manera que su irrespeto conduciría indefectiblemente a la inadmisibilidad de la gestión y la lesión al principio de imparcialidad del juez por haber señalado tal posibilidad al Ministerio Público y c) En cuanto protesta el incumplimiento de la garantía de intimación al haber permitido que se formulara una nueva imputación sin  trasladar los cargos a los imputados, previo a la celebración de la audiencia preliminar. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la presentación fuera del plazo legalmente establecido de un saneamiento de la acusación por parte de la Fiscalía, no forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Evacuada

18720-10. INDAGATORIA. SE LLEVA CABO SIN TRADUCTOR. Manifiesta la recurrente que dentro del proceso penal que se sigue a su representado quien es indígena Cabécar, se rechazó el recurso de apelación presentado contra la resolución, en la cual se prorrogó la prisión preventiva por tres meses más. Estima que tal valoración limita el derecho de defensa técnica del imputado al aplicar y valorar erróneamente la normativa indicada. Aduce que el tutelado tiene seis meses de estar privado de libertad, y fue indagado sin la presencia de un traductor, lo cual le causa perjuicio. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del imputado y, en consecuencia, se ordena la repetición de la declaración indagatoria, con la presencia de un traductor de la lengua cabécar, así como la celebración de una nueva audiencia por parte del Tribunal de Juicio de Siquirres para conocer sobre la apelación de la prórroga de la prisión preventiva, para que sea resuelta conforme a derecho. CL 
18728-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega la recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue a su representado se prorrogó la prisión preventiva; no obstante para prorrogar esa medida se pactó una audiencia que no le fue notificada. Asegura que sabía de la citada audiencia, pero no pudo apersonarse por encontrarse enferma, todo lo cual acreditó ante el despacho accionado. Añade que el despacho accionado tomó la determinación de suspender la vista y realizar una audiencia especial para conocer de la solicitud del Ministerio Público, pero  al momento de la vista el imputado no fue remitido a la sala de audiencias, por lo que no pudo estar presente. Reclama que la última prorroga de la prisión preventiva carece de una debida fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

18730-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega la recurrente que en la causa penal seguida en  contra de su representado se dictó prisión preventiva por dos meses, no obstante, pese a que la ofendida se presentó a manifestar su deseo de no continuar con esa causa penal, al recurrido se le mantuvo dicha medida sin fundamento alguno. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

18698-10. TESTIGOS. RESERVA DE IDENTIDAD Y CARACTERÍSTICAS DE TESTIGOS EN EL PROCESO PENAL. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los artículos 11 de la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y Código Penal y 334, 351 y 204 bis del Código Procesal Penal y sus reformas. Considera el accionante que dichas normas son contrarias a los principios de igualdad procesal, igualdad de armas, contradicción, legalidad de prueba, derecho de defensa, derecho de ofrecer prueba de descargo, acceso irrestricto a la prueba de cargo e imparcialidad del juez. Aduce que en el asunto base se condenó a su defendido con base en declaraciones de testigos con identidad y características físicas individualizantes protegidas (declaración rendida con “pasamontañas”) aspecto que es alegado como motivo del recurso de casación interpuesto. Sobre el tema de la identidad y características físicas invidualizantes del testigo, se cita la sentencia 17907-10, en donde se indicó que las medidas de protección procesales acordadas a favor de las víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes, que consisten en la reserva de la identidad y/o de las características físicas individualizantes, no resultan inconstitucionales, dado que se encuentran sustentadas  en el contenido de diversos instrumentos de derechos humanos vigentes en Costa Rica, que comprometen al Estado a otorgar una efectiva protección a las personas que se enfrentan a un grave peligro para su vida o integridad física, en razón de su intervención en un proceso penal, así como a sus familiares. La regulación prevista es rigurosa, pues las medidas sólo se aplican en determinados supuestos y fases procesales, se exige una adecuada fundamentación por parte del juez, con la posibilidad de ser impugnada por las partes y previa realización de una vista oral, donde se otorga la posibilidad de discutir ampliamente sobre la conveniencia y legalidad de éstas.  Sobre el artículo 334 del Código Procesal Penal, que establece la posibilidad de incorporar al juicio la prueba anticipada que se hubiere recibido en virtud de la existencia de un riesgo para la vida o la integridad física de la víctima o del testigo y el 204 bis del Código Procesal Penal refiere, que si además de la reserva de la identidad del testigo, se acuerda la reserva de las características físicas individualizantes, ha de realizarse un anticipo jurisdiccional, estima la Sala que no resulta inconstitucional, pues se trata de una medida excepcional, cuya oportunidad y conveniencia deberá ser valorada en forma razonable por el tribunal en cada caso concreto, a fin de no menoscabar los derechos de las partes, cumpliendo con todas las exigencias descritas. Asimismo, deberá ser valorada de conformidad con las reglas de la sana crítica en forma conjunta con el resto de los elementos probatorios. Finalmente, sobre la declaración de testigos protegidos en el debate, afirma la Sala, al tenor de lo dispuesto en la sentencia 2010-17907, la norma no es inconstitucional, siempre y cuando se garanticen los principios de inmediación y contradicción en la recepción de la prueba y no se lesione el derecho de defensa que debe prevalecer en todo proceso penal. En este sentido, pueden válidamente utilizarse mecanismos tales como la teleconferencia, pero de ningún modo podrían ocultarse las características físicas individualizantes, porque estaríamos ante la figura del testigo “sin rostro”, rechazada sistemáticamente por la doctrina y jurisprudencia de los derechos humanos y por esta Sala. RF
18637-10. APELACIÓN. APLICACIÓN DE LA LEY DE APELACIONES A LOS CASOS QUE YA TIENEN SENTENCIA. Señala el recurrente que la Ley  de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal,  no toma en cuenta la condición de quienes fueron sentenciados con anterioridad al dictado de esa norma, contrario a lo dispuesto por el artículo 8.2.h) de la Convención Americana de Derechos Humanos.  En este caso, pese a lo argumentado por el recurrente, observa esta Sala Constitucional que la situación de quienes tienen sentencia  firme al momento de entrar en vigencia la Ley referida, está regulada por su Transitorio III, el cual preceptúa lo siguiente:   "(…) En todos los asuntos que tengan sentencia firme al momento de entrar en vigencia la presente Ley, y que se haya alegado con anterioridad la vulneración del artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos, el condenado tendrá derecho a interponer, por única vez, durante los primeros seis meses, procedimiento de revisión que se conocerá conforme a las competencias establecidas en esta Ley, por los antiguos Tribunales de Casación o la Sala Tercera Penal (…)". RF

18629-10. MENOR DE EDAD. NO SE EJECUTA ORDEN DE LIBERTAD. Refiere la recurrente que en contra de su representado  se dictó auto de prisión provisional por un plazo de dos meses, medida cautelar que fue prorrogada por espacio de dos meses más, con vencimiento el  once de octubre. Señala que esa misma fecha, la defensa técnica se apersonó a dicha Juzgado, y pudo corroborar que se había confeccionado la solicitud de libertad del amparado, y que seguidamente, se procedería a realizar las gestiones pertinentes para enviar dicha solicitud al  lugar en donde se encontraba su representado privado de libertad; pero no obstante, la Directora de dicho centro carcelario, le informó que no se había puesto en libertad al amparado ese día porque la orden de libertad había ingresado hasta el doce de octubre. Indica que de esa forma se evidencia que el amparado estuvo privado de su libertad de forma ilegítima ese día, puesto que aún cuando se ordenó su libertad, no fue sino hasta el día siguiente que se procedió. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Juzgado Penal Juvenil de Limón. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que dan base a esta sentencia, los que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía contencioso administrativa. En cuanto al Centro de Formación Juvenil Zurquí, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
18568-10. DEFENSOR. NIEGAN ACCESO A AUDIO DE SENTENCIA. Argumenta el recurrente que en el tribunal recurrido llevó a cabo un  debate  en  donde su representado resultó condenado, motivo por el cual fue contratado para interponer el correspondiente recurso de Casación.  Indica que acudió al  Tribunal a solicitar copia del audio que según la sentencia contiene el debate llevado a cabo, sin embargo le informaron que no cuentan con dichos registros por lo que no le pueden facilitar la copia, situación que genera una lesión a los principios fundamentales de su defendido en el tanto no puede ejercer una defensa técnica adecuada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18691-10. DETENCIÓN. PRIVACIÓN DE LIBERTAD DE EXTRANJEROS.  Menciona el recurrente que los amparados fueron detenidos por autoridades nacionales en abril del año en curso, determinándose en aquel momento que los mismos fueron víctimas del delito de trata de blancas por parte de algunos ciudadanos orientales y costarricenses, motivo por el cual, fueron a la Dirección General de Migración y Extranjería recurrida, a efectos de iniciar los trámites correspondientes para la repatriación. No obstante, los amparados fueron trasladados al Patronato Nacional de la Infancia (PANI), en virtud de que para ese momento eran menores de edad, una vez instalados en el Albergue los mismos interpusieron una denuncia por el delito de abuso sexual en perjuicio de personas menores de edad. Indica que  en dicha sumaria no se ha solicitado por parte del Ministerio Público la imposición de ningún tipo de medida cautelar en contra de sus representados, ni el Juzgado Penal Juvenil ha impuesto ningún tipo de limitación en contra de los mismos; sin embargo se había acordado la repatriación de los amparados a su país, excluyendo de este trámite a los amparados, por parte de autoridades migratorias y del PANI, esto en virtud de que existe en contra de los mismos, una denuncia penal.  Alega que uno de los amparados cumplió la mayoría de edad, motivo por el cual, fue egresado del Albergue del PANI e ingresado al Centro de Detención para Emigrantes a cargo de la Dirección General de Migración y Extranjería, lugar en donde permanece hasta la fecha, sin que se haya definido su situación migratoria, sufriendo de una detención  infundada, ilegal, indeterminada y violatoria de todos los derechos fundamentales que le asisten, ya que aunque tiene más de un mes de encontrarse recluso en un centro de detención donde se encuentran de paso las personas extranjeras con algún problema migratorio, la Dirección recurrida no ha iniciado siquiera el trámite del proceso de repatriación correspondiente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
18427-10. IMPUTADO. NOMBRAMIENTO DE TRADUCTOR. Refiere el recurrente  que  es de nacionalidad jamaiquina y su idioma oficial es el inglés y dentro de la causa penal que se sigue en su contra, en las indagatorias que se le hicieron, no se le nombró traductor oficial, con lo cual se le dejó en total estado de indefensión. Sobre la necesidad de un traductor para los imputados, se cita la sentencia 12669-10. En este caso concreto, consta que las instancias de control jurisdiccional ordinario analizaron, con amplitud, si con la ausencia de un intérprete del idioma inglés se había causado indefensión al recurrente, concluyendo, a partir de varios elementos de juicio del expediente, que no había motivo para considerar que se hubiera causado lesión de su derecho de defensa, pues había comprendido cabalmente lo actuado y, oportunamente --durante la indagatoria--, se le había ofrecido ese apoyo, el cual declinó. SL
18428-10. DETENCIÓN. PRIVACIÓN DE LIBERTAD POR PORTACIÓN DE ARMA. Indica el recurrente que fue detenido en su lugar de trabajo por supuesta portación ilegal de arma. Considera que en su caso, lo procedente era decomisarle el arma, identificarlo y cuando mucho, emitir una citación para que se presentara a la fiscalía a declarar, no detenerlo toda la noche y llevarlo a la fiscalía a declarar hasta el día siguiente y ponerlo en libertad. En este caso consta que el tutelado fue detenido por la policía administrativa al existir indicios que señalaban, que podría haber tenido algún tipo de participación en un delito, pues fue sorprendido en flagrancia. Una vez que fue detenido, se remitió al Ministerio Público en donde, previa realización de las diligencias pertinentes, fue puesto en libertad, lo que ocurrió antes de que transcurrieran veinticuatro horas desde su detención, según se afirma bajo juramento. SL

18429-10.  MEDIDAS CAUTELARES. AUDIENCIA.  Alega el recurrente que dentro del proceso penal que se sigue a su representado Indican que se ordenaron una serie de medidas cautelares por el plazo de dos meses. Indica  que el Ministerio Público presentó una solicitud de prórroga de esas medidas cautelares bajo el argumento que los presupuestos fácticos que las originaron se mantenían incólumes. Asegura que sin conceder audiencia al amparado y a su defensa técnica, el juzgador recurrido prorrogó las medidas. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las diez horas del trece de octubre del dos mil diez, del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya. Se le ordena al Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, que en el plazo de 48 horas, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, convocar y realizar la audiencia oral que fue omitida al conocer la prórroga de las medidas cautelares en el proceso #09-003440-414-PE . CL

18430-10. DETENCIÓN. PARA LLEVAR A CABO INDAGATORIA.  Manifiesta el recurrente la Fiscalía Adjunta solicitó al Juzgado Penal la declaratoria de rebeldía en su contra aduciendo que no se hizo presente a una indagatoria sin justificación.  En su contra se decretó orden de captura y remisión a celdas del Organismo de Investigación judicial a la orden de ese despacho. En este caso, consta que el amparado fue citado en varias ocasiones para ser indagado y, no fue posible encontrarlo, por lo que se declaró su rebeldía, la cual fue revocada cuando se presentó voluntariamente en el Juzgado Penal; no obstante, el amparado se marchó antes de ser atendido, por lo que se ordenó su detención y una vez efectuada la intimación al amparado, quien decidió abstenerse de declarar, fue puesto en libertad. SL
18431-10 PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Alega el recurrente que fue detenido como consecuencia de un reten policial en la carretera entre Siquirres y Turrialba. Asegura que en ese operativo no existió la presencia de  un juez de garantía, de un fiscal y menos aún de un defensor público. Acusa que debió permanecer más de veinte horas detenido sin ser trasladado ante la Fiscalía respectiva. Sostiene que en el acta de decomiso y registro de sus pertenencias, se constató que se le había decomisado quinientos kilogramos de base de Crack. Agrega que el Juzgado Penal le impuso seis meses de prisión preventiva, los cuales finalmente fueron rebajados a cuatro meses debido a un recurso de apelación interpuesto que fue acogido. Refiere que cumplió el período de prisión preventiva; sin embargo, debió permanecer cuatro días de más privado de su libertad, sin que existiera una resolución judicial que así lo dispusiera. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

18333-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Menciona la recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado se dio inicio al debate. Señala que al finalizar la primera audiencia, su representado se mostraba en muy mal estado físico y emocional, por lo que finalmente no pudo presentarse a la audiencia. Indica  que la esposa del amparado le comunicó que su compañero no podría asistir a la continuación debate debido a su delicado estado de salud,  y, que inclusive debió ser incapacitado. Pese a lo expuesto, se  le impuso al amparado la medida cautelar de prisión preventiva por un plazo de dos meses. Considera que la autoridad judicial recurrida violentó el derecho a la defensa del amparado, pues le impuso la medida en disputa sin señalar la respectiva vista para conocer de tal imposición. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18339-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SIN DAR AUDIENCIA AL DEFENSOR. Alega el recurrente que el juzgado recurrido dictó medidas cautelares en contra de su representado, pero no se le impuso la prisión preventiva. Manifiesta que el Ministerio Público interpuso recurso de apelación contra lo resuelto, por lo que se envió el expediente ante el Tribunal Penal, el cual señaló audiencia la cual no se llevó a cabo por razones propias del despacho. Aduce que el tutelado le indicó posteriormente, que la audiencia había sido llevada a cabo, y que se le impuso prisión preventiva por el término de tres meses, pese a que había apersonamiento del defensor. Acusa que la Juez le indicó que en el expediente no constaba dicho apersonamiento y procedió con el proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18341-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Indica el recurrente que dentro del proceso penal que se sigue en su contra se dictó  prisión preventiva por cuatro meses, bajo el dicho de que mintió al indicar su lugar de domicilio, aunque nunca se le indicó que estaba obligado a decir la verdad al momento en que fue indagado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18342-10. PRISIÓN PREVENTIVA. APELACIÓN  Manifiesta la recurrente que dentro del proceso penal que se sigue a los amparados, y mediante resolución oral de la Jueza de la etapa preparatoria, se ordenaron medidas cautelares alternativas a la prisión en contra de los de los amparados, y declinó imponerles prisión preventiva. Manifiesta que en ese mismo acto el representante del Ministerio Público interpuso recurso de apelación contra lo resuelto por la jueza de la etapa preparatoria, y se convocó a una audiencia oral para conocer del recurso de apelación. Alega que la resolución fue modificada, imponiendo la prisión preventiva, resolución contra la cual se interpuso recurso de apelación. Reclama que la jueza de alzada rechazó de plano el recurso de apelación, aduciendo que no había otra autoridad judicial con competencia para resolver el recurso, y sin dar oportunidad a la defensa de expresarse adecuadamente, rechazó de plano y de manera contundente y arbitraria el recurso, declarándolo inadmisible y violando los derechos de defensa y debido proceso en perjuicio de los amparados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18343-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. NO SE LE OTORGAN BENEFICIOS. Indica el recurrente que tras ser detenido  su representado en  flagrancia, se llevó a cabo audiencia a solicitud de las partes para aplicar un Procedimiento Especial Abreviado. Manifiesta que además solicitó, rebajar aún más la pena, y que se le otorgue el Beneficio de Ejecución Condicional de la Pena, no obstante el Tribunal decide no rebajar pena ni que tampoco otorga el beneficio, debido a que los hechos son muy graves y procede a imponer la  prisión preventiva por seis meses. Establece que el Ministerio Público no solicitó la prisión preventiva, sin embargo, el Juez de Flagrancia la impone de oficio, sin fundamentar la medida cautelar de prisión preventiva. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18337-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. PLAZOS VENCIDOS. Refiere el recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva por el término de un año. Indica que se llevó a cabo audiencia oral a fin de revisar la necesidad de mantener la aplicación de la medida cautelar, el Juzgado recurrido decidió disminuir el plazo de la prisión preventiva y otorgar únicamente dos meses más, con la finalidad de que el Ministerio Público pudiera plantear un requerimiento que pusiera fin a la etapa de investigación. Señala que la medida cautelar  venció, sin que a la fecha exista resolución fundamentada que prorrogue la prisión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18338-10. MENORES. DETENCION SIN DEBIDO PROCESO. Argumentan las recurrentes que los menores aquí amparados fueron interceptados por  una patrulla quienes procedieron a detenerlos, los revisaron sin encontrarles nada, los esposaron manos atrás y los metieron en la cajuela de la unidad policial.  Los llevaron a las celdas y los obligaron a desnudarse y además fueron amenazados. Indica que luego los dejaron en libertad y en ningún momento les solicitaron documentos de identificación de menor. Añade que la afectación moral y psicológica que sufrieron los menores, les causó vergüenza y miedo de contar lo sucedido, aún cuando sabían que se habían lesionados sus derechos constitucionales. Se declara parcialmente con lugar el recurso en cuanto a la detención de los amparados. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

18392-10. PORTACIÓN DE ARMAS. PERMISOS. Consulta Judicial de Constitucionalidad en lo referente a la resolución de las once horas del once de octubre de dos mil diez, dictada dentro del expediente que es causa penal por el delito de portación ilícita de arma permitida. La norma señala que no se concederá permiso para portar en poblado armas cortantes, punzantes o contundentes. La portación de las que excedan de 9 cm. Se considerará portación de arma prohibida y así se castigará. Se exceptúan las herramientas de trabajo, cuando se demuestre que ese es su fin. En el caso base, no se acepta proceso abreviado por tratarse de portación de arma no permitida, delito que va de 2 a 5 años de prisión y, el Tribunal considera que no se desprende de la norma la necesidad, proporcionalidad y  razonabilidad de la norma y sobre todo de la pena a imponer. Se evacua la consulta formulada en el siguiente sentido: a) en lo que se refiere al artículo 48 de la Ley de Armas y Explosivos, debe estarse el consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2002-8852 de las catorce horas cuarenta minutos del once de setiembre de dos mil dos.- b) respecto de los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta planteada.-Evacuada

18382-10. DETENCIÓN. FALTA DE FUNDAMENTO Y SE LE NIEGA COMPROBANTE. Aduce el recurrente que fue detenido en su casa de habitación y llevado esposado a una celda sin información alguna de qué se le acusaba. Refiere que fue presentado a la Unidad Especializada de Fraudes del Ministerio Público, y le fue tomada declaración indagatoria y le permitieron salir al mediodía.  Explica que tenía una reunión en la Embajada Americana por lo que solicitó en Cárceles  un comprobante de entrada y salida, pero le denegaron el documento.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18393-10. MEDIDA CAUTELAR. IMPEDIMENTO DE SALIDA. Alega el recurrente que figura como imputado dentro de un proceso penal  donde se le prorrogó la medida cautelar de impedimento de salida del país.  Refiere que apeló la resolución, no obstante, por haberse señalado la audiencia de apelación, con menos de seis horas de antelación, se imposibilitó la presencia de la defensa técnica.  Explica que la medida de impedimento de salida del país persiste, pese a que venció el día cinco de octubre del año dos mil nueve. Se declara con lugar el recurso. Se le advierte al Juez Penal de Pavas, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el recurso. CL

18391-10. JUEZ. MAGISTRADOS EN AUDIENCIA ORAL FUERON DIFERENTES A LOS QUE DICTARON LA SENTENCIA. Refiere el recurrente que dentro del proceso penal que se sigue en su contra se le impuso una pena privativa de libertad de doce años. Dentro de dicho proceso, el entonces abogado defensor de su representado, interpuso un recurso de casación en contra de la sentencia condenatoria, la cual recién fue confirmada por parte de la Sala recurrida. No obstante, se dio la situación de que los Magistrados que participaron en la audiencia oral no son los mismos que dictaron la sentencia que confirmó precisamente la sentencia de primera instancia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
19704-10 y 19705-10. APROBACIÓN LEGISLATIVA. CUOTAS DE IMPORTACIÓN DE FRIJOL Y MAÍZ BLANCO CON ARANCEL PREFERENCIAL. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Ley N° 8763 "Ley 8763. En este caso, el único motivo de inconstitucionalidad que alega el accionante es que la ley impugnada es de naturaleza tributaria y que, por tanto, debió ser aprobada por mayoría calificada. Señala la Sala que este alegato no es de recibo, por cuanto este Tribunal ha señalado que en materia tributaria existe reserva de ley; sin embargo, “reserva de ley” y “ley calificada” son conceptos diferentes. La Sala abordó el tema del principio de reserva de ley en materia tributaria en la sentencia número 4785-93, razón por la cual, se rechaza por el fondo la acción. RF
18966-10. BENEFICIOS FISCALES. ATRIBUCIONES DE LA COMISIÓN REGULADORA DE TURISMO. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al Artículo 4 inciso b) del Reglamento a la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Decreto Ejecutivo No. 24863 de 5 de diciembre de 1995. Se consulta sobre la constitucionalidad del artículo 4, inciso b) del Decreto Ejecutivo No. 24863, en cuanto confiere competencias a la Comisión Reguladora de Turismo para aprobar las solicitudes de incorporación al régimen de beneficios fiscales y de fijación del plazo para gozar de dicho privilegio, con lo cual,  se faculta a una Comisión que no pertenece a un ente público, a exceptuar determinados sujetos del deber de contribuir con las cargas públicas, por el plazo que ella determine a su entera discreción, hasta por un máximo fijado reglamentariamente, lo que considera, debería ser reserva de ley, en tanto estamos en presencia de materia tributaria. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no existe inconstitucionalidad, siempre y cuando se interpreten los artículos 4,inciso b) y  21 del Decreto Ejecutivo No. 24863-TUR-H del 5 de diciembre de 1995, de manera conforme con el Derecho de la Constitución, de modo que el beneficiario podrá gozar de las exenciones, beneficios e incentivos previstos en la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico No. 6990 del 15 de julio de 1985 y sus reformas, en tanto se encuentre en ejecución efectiva un programa o proyecto importante, nuevo, de ampliación o de remodelación. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese. Notifíquese. El Magistrado Cruz salva el voto y evacua la consulta en el sentido que las normas son inconstitucionales. Evacuada
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

19958-10. DEPORTACIÓN. SE SUSPENDE DEPORTACIÓN DEL PADRE DE HIJO POR NACER. Alega la recurrente que desde hace un año convive con el amparado, -quien ingresó al país de manera legal pero no tramitó la cédula de residencia-,  y que tiene ocho meses de embarazo, por lo que si es deportado, su hija se queda sin padre y ambas, sin amparo económico. Con base en las consideraciones de la sentenciaMERGEFIELD SEQ C1 \*Roman \* MERGEFORMAT  se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se suspende la deportación dispuesta mediante resolución No. 135-2010-1040-DPI-CATECI-ebb de las ocho horas cuarenta y dos minutos del 20 de octubre de 2010. Se le ordena al Director General a.i. de Migración y Extranjería, otorgarle al amparado el plazo de dos meses para que se realice en forma voluntaria la prueba de marcadores genéticos y así demostrar la paternidad de la hija por nacer, siendo que si no acepta realizarse esa prueba o ésta demuestre que no es el padre, podrá ejecutar su deportación, si otra causa no lo impide. A fin de solicitar a la Sección de Bioquímica del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial, una cita para que les practique dicha prueba, deberá la actora comunicar a esta Sala el nacimiento de su hija. Asimismo, si el amparado manifiesta libre y voluntariamente su deseo de abandonar el país, advertido de las consecuencias jurídicas de su decisión, el Director recurrido deberá permitirlo. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
INTIMIDAD

18874-10. INSTITUCIONES PÚBLICAS. REVISIÓN DE VISITANTES EN EL PODER JUDICIAL. Argumenta  el recurrente que se presentó al edificio de los Tribunales del Segundo Circuito Judicial de San José y que los oficiales de seguridad lo forzaron a levantar las manos, para pasar por su cuerpo un aparado para desconocidas verificaciones, así también lo obligaron a vaciar los bolsillos y abrir y mostrarles el contenido de su maletín.  Reclama que la requisa de la cual fue objeto fue denigrante; el trato de los oficiales de seguridad fue altanero y prepotente. Ellos se arrogan la potestad de decidir quién ingresa o no a las oficinas judiciales, sin que exista razón fáctica ni jurídica para obligar a los usuarios del servicio de administración de justicia a requerir su aprobación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

CIVIL

18388-10. DEMANDA. DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA POR INASISTENCIA DE UNA DE LAS PARTES A LA AUDIENCIA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 4.2 de la Ley de Cobro Judicial. La norma impugnada regula lo relativo a la asistencia y efectos de la incomparecencia del demandante, señal que cuando esa circunstancia se de, la demanda se tendrá por desistida y será condenada en costas, daños y perjuicios. No obstante, el proceso se puede continuar si alguna de las partes alega interés legítimo, o cuando la naturaleza de lo debatido exija la continuación, siempre que no exista impedimento, cuya superación dependa de la parte demandante. En caso de que en audiencia única no comparezca ninguna de las partes, el proceso se tendrá por desistido, sin condenatoria alguna. Considera la recurrente que existe una trato desigual entre la parte demandada y la actora, al no resolver el juez por el fondo y, en su lugar, tener por desistida la demanda, se falta al debido proceso. En este caso se cita el voto 9571-06 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
19753-10. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO DE REPRESENTANTE  DE ASOCIACIÓN.  Manifiesta la recurrente que con motivo de realizarse una Asamblea de dicha asociación, se cometieron varias anomalías,  se procedió a revocar su nombramiento y a nombrar una nueva Junta Directiva, a pesar de que el plazo de su nombramiento no había vencido. Además denuncia que se le denegó  otorgarle copia del acta de dicha asamblea. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso, en consecuencia se anula la revocatoria de la Junta Directiva y el nombramiento de una nueva Junta Directiva de la Asociación de Mujeres Productoras de Guácimo efectuadas en la Asamblea General Extraordinaria del 30 de setiembre del 2010. Comuníquese a todas las partes y al Director del Registro de Asociaciones del Registro Nacional. CL
20224-10. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO DE REPRESENTANTE DE ASOCIACIÓN POR PARENTESCO. Alegan los recurrentes que fueron nombrados como miembros de la Junta Directiva Central de la Asociación de Educadores Pensionados, posteriormente, contrajeron matrimonio. Dicha situación motivó que la Junta Directiva Central, acordara la anulación del nombramiento de uno de los recurrentes, con sustento en el artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados. En este caso, señala la Sala que los recurrentes plantearon acción de inconstitucionalidad en contra de dicho artículo, a la que se le asignó el número de expediente 08-007986-0007-CO, y fue acogida, por medio de sentencia número 2010-015060, en dicha sentencia se estimó, que la disposición impugnada, que imponía una restricción al derecho de participación en los órganos directivos de la asociación, era inconstitucional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo adoptado por la Junta Directiva Central de la Asociación de Educadores Pensionados en la sesión del dos de abril del dos mil ocho, en cuanto se dispuso la anulación del nombramiento del amparado como miembro de dicho órgano, y se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se condena a la Asociación de Educadores Pensionados al pago de las costas, daños y perjuicios causados, extremos que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía civil. El Magistrado Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar el amparo.  CL
19206-10. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO DE PRESIDENTE Y FISCAL DE ORGANIZACIÓN DEPORTIVA.  Establece el recurrente que tanto él como el amparado fueron nombrados por un período de cuatro años como Presidente y Fiscal, respectivamente, de la organización deportiva recurrida, período que vence el once de diciembre de dos mil once. Que el amparado, en su condición de Fiscal, convocó a Asamblea General Extraordinaria para conocer la carta de renuncia de varios miembros del Comité Director. Por su parte, siete miembros de esa misma Asamblea General, realizaron una convocatoria también para la misma fecha, con el objetivo de conocer la destitución del Presidente y Fiscal, o sea, la destitución de los aquí amparados. Ante  tal situación la Federación Costarricense de Fútbol emitió su criterio y dejó sin efecto ambas convocatorias, pero a pesar de lo anterior, siempre realizaron la Asamblea General y procedieron a la destitución de ambos. Alegan que  con lo descrito se violentó en su perjuicio el debido proceso y su derecho de defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18714-10. LIBERTAD DE ASOCIACIÓN. PARTICIPACIÓN DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS EN CONAI. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículo 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena, número 8487-G del Veintiséis de abril de mil novecientos setenta y ocho y el Decreto Ejecutivo número 13568-C-G, del treinta de Abril de mil novecientos ochenta y dos, Representación Legal de las Comunidades Indígenas por las Asociaciones de Desarrollo y como Gobierno Local. El Reglamento a la Ley Indígena, se impugna en tanto establece las Asociaciones de Desarrollo como Gobiernos Locales, de manera que los no afiliados a las asociaciones, que son mayoría en las reservas, no pueden participar en la elección de la junta directiva, ni en la elección del delegado a la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI). Agrega que a los indígenas nunca se les dio oportunidad de elegir la figura jurídica que querían en sus comunidades, como lo establece el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y la recién aprobada Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, sino que se les impuso una figura jurídica, violando así la Constitución Política en su artículo 25 y el artículo 16 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, el artículo 3 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el articulo 6 del Convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo. Al establecer que las Asociaciones de Desarrollo sean las que representan judicial y extrajudicialmente a las comunidades indígenas, se les impuso un sistema no tradicional, que obliga a los indígenas a asociarse para gozar de ciertos derechos que el resto de la población costarricense goza sin necesidad de hacerlo, lo que produce una desigualdad ante la ley en las reservas. Así, a quienes deseen formar parte de CONAI, se les exige estar afiliados a una asociación de desarrollo integral, que no es democrática, pues no se le permite, por derecho natural a todos los indígenas participar en esa elección. La desigualdad consiste en que los primeros tienen derecho a bonos de vivienda, a que se les otorgue tierra, a elegir y ser electos, y optar para delegado a la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, mientras que los indígenas no afiliados no. Se declara sin lugar la acción en relación con los artículos 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena, Decreto Ejecutivo número 8487-G del veintiséis de Abril de mil novecientos setenta y ocho, y el Decreto relativo a la Representación Legal de Comunidades Indígenas por Asociaciones de Desarrollo y como Gobierno Local, Decreto Ejecutivo número 13568-C-G del treinta de Abril de mil novecientos ochenta y dos. Desglósese el escrito de interposición y el escrito que corre agregado a folios 49 a 78 y certifíquense, con el fin de que sean tramitados como recurso de amparo. SL
LIBERTAD DE PRENSA
18555-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. PUBLICAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON NARCOTRÁFICO. Alega  el recurrente que  el periódico recurrido hizo una publicación  relacionada con su representado, de donde se desprende que el amparado tiene nexo alguno con el narcotráfico y con el lavado de dinero; sin embargo, estima que eso no es cierto pues no existe acusación en contra del mismo por el delito de narcotráfico, únicamente es sospechoso de lavado de dinero y no existe prueba alguna que lo acredite. A firma que esto le ha perjudicado mucho e inclusive, el Juez prorrogó la medida cautelar por seis meses más en su contra, a raíz de esa publicación. Por ello, el amparado envió -vía fax- una nota al Director de la Nación, por medio de la cual solicitó que se aclarara esa información, lo cual fue negado sin motivo alguno. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
18378-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. FALTA DE PUBLICACIÓN DE LA RESPUESTA COMPLETA. Alega la recurrente que remitió al recurrido oficio fechado veinticuatro de septiembre del dos mil diez en el que se pretendió ejercer su derecho de rectificación o respuesta, respecto de información difundida, en la edición de Telenoticias de las diecinueve horas,  en el que considera, se falto a la verdad y se efectuaron interpretaciones antojadizas concerniente a un documento de la Contraloría General de la República, emitido a su solicitud. Acusa que, a pesar de que la empresa recurrida difundió la rectificación o respuesta pretendida, la misma no correspondía a la repuesta completa que solicitó rectificar. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en cuanto a la réplica que se introdujo en la rectificación. Se le ordena a la recurrida no incurrir en el futuro en las conductas que dieron base a esta declaratoria. CL Parcial

LIBERTAD DE TRANSITO

19015-10. PRUEBA DE MANEJO. NO PUEDE SER PRESENTADA EN CARROS AUTOMÁTICOS. El recurrente manifiesta su inconformidad con la prohibición existente de realizar la prueba práctica de manejo con un vehículo automático, pues según las nuevas disposiciones de las autoridades recurridas, sólo se puede realizar, dicha prueba, en un vehículo de transmisión manual. Indica la Sala que el análisis del presente caso resulta improcedente en esta jurisdicción especial, ya que determinar la procedencia de los criterios técnicos que sustentan dicha medida, es materia que debe ser dilucidada ante las propias autoridades recurridas. En todo caso, el gestionante debe tomar en cuenta que el requerimiento de realizar su prueba práctica de manejo en vehículos con determinadas características, no constituye un obstáculo insalvable para acceder a la obtención de la licencia o permiso que pretende (en similar sentido ver las sentencias números 2009-001124 de las nueve horas y veintiséis minutos del treinta y uno de enero de dos mil nueve y 2009-018741 de las catorce horas y treinta y uno minutos del quince de diciembre del dos mil nueve). RF
19203-10. CALLE PÚBLICA. SE NIEGA EL PASO EN CALLE PUBLICA, POR OBSTÁCULOS PUESTOS POR LA MUNICIPALIDAD DE CORREDORES.  Alegan los recurrentes que en el voto 08-015731, esta Sala Constitucional le ordenó a la Municipalidad recurrida eliminar los obstáculos que existían en la calle pública, frente a la Escuela y la Plaza de Deportes de la localidad; sin embargo, la municipalidad recurrida desacató lo ordenado en la referida sentencia, ya que actualmente colocó dos grandes jardineras o marquesinas que imposibilitan el tránsito.  En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
18335-10. DETENCIÓN. RETEN POLICIAL. NO SE PRUEBA EL DICHO DEL ACCIONANTE. El amparado alega que entre las 11:00 y 12:00 horas del 10 de octubre de 2010, fue detenido por la Fuerza Pública en un retén en la zona de Jacó, antes del río Tárcoles. A pesar de que se opuso a que revisaran su vehículo, los oficiales policiales, en forma agresiva, se introdujeron en él, revisaron los asientos y la guantera. Este supuesto de hecho no quedó demostrado, puesto que en el expediente no consta que dicho retén efectivamente haya sido realizado. Por un lado, el 10 de octubre de 2010, pero entre las 9:20 y las 10:20 horas, oficiales de la Policía de Jacó efectuaron labores de control de carretera en el sector de Miradores, que limita con Playa Hermosa y queda a unos 19 kilómetros de distancia del río Tárcoles. Como resultado del operativo, fueron abordadas 36 personas, entre las que, sin embargo, no figura el amparado, de acuerdo con los registros oficiales; además, ni el lugar ni la hora del supuesto retén concuerdan con lo descrito por el accionante. SL
18329-10. DETENCIÓN. ES DEBER DE LOS TESTIGOS ASISTIR AL JUICIO, DE LO CONTRARIO, LOS JUECES PUEDEN FORZAR SU COMPARECENCIA. Alega el recurrente que la autoridad recurrida ordenó la captura y presentación al Tribunal de la amparada para que compareciera como testigo.En este caso, quedó demostrado que fracasaron todas las medidas que se tomaron para citar a la  testigo y garantizar su presencia en juicio, que era esencial en el proceso, la cual había tenido una conducta asimilable a una rebeldía tácita. Por lo anterior, en  aplicación de lo dispuesto en el artículo 210 del Código Procesal Penal, podía disponer válidamente la aprehensión de la testigo, a fin de garantizar su presencia en el proceso. Dicha norma está prevista, precisamente, para su aplicación sin que el testigo haya sido citado, “cuando haya temor fundado de que se oculte”, como ha ocurrido en el presente caso, en que el Tribunal ha brindado fundamentación suficiente para adoptar la medida, como única razonable. Sobre el particular, se cita el voto 538-92, en donde se indicó que la necesaria colaboración con la actividad jurisdiccional es una obligación para todas las personas, a efecto de que pueda cumplirse con el principio de justicia pronta y cumplida y sin denegación; por lo que la renuencia injustificada del testigo a comparecer (o, como en este caso, peor aún, al hecho mismo de ser citada), cuando su declaración sea indispensable para las necesidades del proceso, justifica forzar su comparecencia, que no es más que hacer cumplir un deber cívico de solidaridad humana. SL
MINORIAS
19760-10. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN EDIFICACIÓN  DE LA MUNICIPALIDAD DE NICOYA.  Argumenta la recurrente que es una persona con un problema de discapacidad.  Señala que se ha presentado en muchas oportunidades a la Municipalidad de Nicoya a realizar trámites y no le ha sido posible tener un fácil acceso al segundo piso del edificio  donde se encuentran las oficinas de Asesoría Legal y Alcaldía junto con la Secretaria del Alcalde, así como el Salón de Sesiones de la Municipalidad de Nicoya, debido a que el segundo piso de dicho edificio sólo se puede tener acceso a través de unas gradas de vieja construcción, por cuanto  no existen rampas, ni elevadores, lo que incumple la Ley 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Presidenta del Concejo y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de Nicoya, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, tomen las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en el edificio que ocupa la Municipalidad de Nicoya. CL
19752-10. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE SEMÁFOROS EN  ALAJUELITA. Indica el recurrente que es una persona no vidente y que por el costado sur del parque de Alajuelita transitan motocicletas de escape libre y camiones pesados que emiten sonidos muy fuertes, lo cual impide escuchar el resto de los vehículos que circulan. Explica que debido a esa situación, y a la ausencia de semáforo en el lugar en mención, al intentar cruzar la calle, no le fue posible escuchar el sonido de vehículo alguno, por lo cual fue atropellado por un carro, que le causó golpes en su cuerpo. Alega que el excesivo ruido de las motocicletas y de los frenos de motor de los camiones, en dicho lugar y en otros puntos por los cuales transita en el lugar, no ha variado, lo cual pone en riesgo su  salud, por cuanto debido a su discapacidad, los niveles de ruido en mención le imposibilitan escuchar la circulación de otros vehículos para cruzar dicha calle. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en cuanto a la solicitud de colocación de un semáforo peatonal se refiere. Se ordena al Director General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que ejerza las acciones que se encuentren bajo el ámbito de sus competencias a fin de que se realicen los estudios necesarios para determinar si se debe o no colocar un semáforo peatonal y sonoro en la esquina suroeste del parque de Alajuelita y de proceder colocarlo, lo anterior en el improrrogable plazo de OCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En todos los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
19763-10. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN EDIFICACIÓN  DE  MUSEO DE ARTE COSTARRICENSE. Alega  el recurrente que el Museo de Arte Costarricense se encuentra en sus fases finales de remodelación, sin embargo, no le han construido facilidades de acceso a los pisos superiores. Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ordena a la Directora del Museo de Arte Costarricense que, en forma inmediata, inicie las gestiones que están dentro del marco de sus competencias para que, en el plazo de dieciocho meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se asegure a las personas con discapacidad el acceso a la segunda planta del Museo de Arte Costarricense.  El Magistrado Castillo Víquez consigna una nota separada, de conformidad con lo dispuesto en el Considerando VII de esta sentencia. CL
MERGEFIELD PJV:0000035620233-10. DISCRIMINACIÓN. POR PREFERENCIA SEXUAL. El recurrente acusa que fue objeto de un trato discriminatorio por parte de los dueños del Bar La Buca, que le prohibió actos amorosos permitidos a parejas heterosexuales y la permanencia dentro de ese local comercial, en razón de su preferencia sexual, lo cual, considera, va en detrimento de sus derechos fundamentales. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Magistrado Castillo Víquez pone nota. SL

MUNICIPALIDAD
19747-10. PLAN REGULADOR. FALTA DE AUDIENCIA PÚBLICA EN DOMINICAL DE OSA. Indica la recurrente que se publicó en La Gaceta la modificación del Plan Regulador del Sector Sur de Dominical, en Osa; no obstante esta modificación no respetó la necesaria realización de una audiencia pública previa, lo que omite la participación ciudadana. Señala que la falta de audiencia pretende proteger los intereses de los concesionarios. Expone que hay un documento según el cual se obvia la existencia de una quebrada y no hay un lote comunal. Señala que el proyecto en estudio contamina el ambiente y existe orden de la Contraloría General de la República de demoler, pero el Alcalde ha dicho que sí puede construir el desarrollo.  Considera que los ciudadanos deben estar informados y participar en la toma de decisiones. Solicita se ordene suspender lo actuado, paralizar las construcciones y se convoque al pueblo a audiencia pública, con la finalidad que no se contamine más el ambiente. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso por infracción al principio de participación ciudadana en materia ambiental. Se anula el acuerdo del Concejo Municipal de Osa de rectificar el Plan Regulador de Playa Dominical, tomado en la sesión ordinaria No. 31-2008 de 6 de agosto de 2008, publicado en La Gaceta No. 7 de 12 de enero de 2010. Se le ordena al Alcalde Municipal y a la Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Osa,  retrotraer el procedimiento de modificación del Plan Regulador de Playa Dominical a la etapa de convocatoria de una audiencia pública. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
19775-10. DAÑOS A PROPIEDADES. POR TRABAJOS EN ALCANTARILLAS Alega el recurrente que es propietario de un inmueble  en la  Provincia de Alajuela, sito en San Jerónimo de Naranjo. Indica que a finales del año dos mil siete la Municipalidad de Naranjo, comenzó a realizar trabajos de canalización de aguas pluviales en la propiedad trasera aledaña a la suya, trabajos que consistieron en alcantarillar un desfogue de aguas. Establece que dichas obras dieron como resultado un relleno de tierra sobre el alcantarillado colocado en la propiedad aledaña, sin prever las consecuencias perjudiciales que ocasionarían a los fundos contiguos, donde desemboca el caudal de agua, ya que las alcantarillas colocadas son de un diámetro inferior al caudal de agua que discurre por las mismas, además de no contar con cajas de registro que mitiguen el potencial del líquido que cae a la libre a una altura importante en una depresión existente contiguo a su propiedad, lo cual ha provocado constantes derrumbes y deslaves en la misma, poniendo en peligro la estructura de su casa y por ende la vida de quienes residen en ella. Afirma que hasta ahora, las autoridades no han resuelto el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal, y al Alcalde Municipal, ambos de la Municipalidad de Naranjo, que adopten las acciones pertinentes dentro del ámbito de sus competencias para que, de forma inmediata, se ejecuten las medidas necesarias para reducir o mitigar la situación de riesgo que afecta la seguridad del amparado, y que en el plazo de cuatro meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se finalicen las obras indicadas por el Director de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Naranjo, en el oficio UTGV-MN-CI-235-10 del diecinueve de julio del dos mil diez, para corregir el problema existente en el alcantarillado de Calle Las Viudas. CL
19769-10. VIAS PÚBLICAS. MAL ESTADO DE CALLES EN QUIRCOT DE CARTAGO. Los recurrentes, quienes viven en Cooperosales, Quircot de Cartago, alegan que la calle está en pésimas condiciones, no hay aceras, el agua corre por la calle debido a que el alcantarillado se encuentra en mal estado, los vehículos tampoco tienen acceso por su deterioro, por lo que se les hace imposible transitar con su hija en silla de ruedas, la cual padece discapacidad (PCI) y asiste a la Escuela. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Cartago y al Presidente del Concejo de Cartago, que de forma coordinada adopten la medidas requeridas y ejecuten las acciones pertinentes para que en el plazo de dieciocho meses la calle de la Urbanización Cooperosales, sita en el distrito San Nicolás, Quircot de Cartago, por donde transitan los recurrentes, sea debida y correctamente reparada, así como la construcción y habilitación de caños y alcantarillas que canalice las aguas pluviales en la citada Urbanización. Asimismo que se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en esa comunidad, que den inicio a la construcción de aceras frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley No. 7600 y su Reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Cartago supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
18852-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA  CONSTRUIR ACERAS CON  RAMPAS DE ACCESO PARA PERSONAS CON  DISCAPACIDAD ASÍ COMO  DEMARCAR ZONAS PEATONALES EN GUÁPILES. Alega  el recurrente que la Corporación Municipal recurrida demarcó las calles y avenidas del centro de Guápiles, sin embargo no señalizó las zonas peatonales, no contando con  una zona segura para cruzar de un extremo a otro la vía. Agrega que la accionada no ha instalado rampas para personas con discapacidad en las aceras, situación que violenta lo dispuesto en la Ley número 7600.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal de Pococí, lo siguiente: a) En un plazo de 18 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, demarcar las zonas peatonales en el centro de Guápiles  y  b) que, adicionalmente, en el término de 18 meses  contado a partir de la notificación de esta sentencia, se garantice que las aceras a que hace referencia este amparo, cuenten con las rampas necesarias para garantizar el tránsito de las personas con discapacidad.  CL

18870-10. VÍAS PÚBLICAS. PROBLEMAS DE EROSIÓN  DEL CAMINO EN PLAYA PALO SECO DE PARRITA, ARREGLO DE CALLE. Reclama el recurrente que la sociedad  amparada es concesionaria en la Zona Marítimo Terrestre de Playa Isla Palo Seco. Subraya que la zona costera de Playa Isla Palo Seco, sufre un proceso de fuerte erosión como producto de las altas mareas, lo que ha ocasionado la destrucción del camino. Explica que este fenómeno natural ha sido de conocimiento histórico de la Municipalidad de Parrita y la Comisión Nacional de Emergencias. Indica que el proceso de destrucción tanto del camino como del lugar avanza rápidamente, producto de las inundaciones costeras provocadas por las altas mareas, sin que a la fecha, ninguna de las instituciones recurridas hubiera intervenido en definitiva, con el propósito de evitar una tragedia. Establece que el carácter demanial del área impactada, les impide como particulares construir, ante la inercia de las autoridades competentes, las obras civiles que ayudarían a preservar y proteger tanto la carretera, sus propiedades y la vida de los habitantes de la localidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en contra de la Municipalidad de Parrita. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Parrita, realizar todas las acciones para que en el improrrogable plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se presupueste e inicien las labores tendentes a solucionar el problema de erosión existente en la zona marítimo terrestre en Playa Isla Palo Seco, plazo dentro del cual deberá rendir un informe sobre las labores realizadas a este Tribunal. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso.- CL Parcial

18871-10. DAÑOS A PROPIEDAD. GENERADO POR FALTA DE LIMPIEZA DE LOTE.  Reclama la recurrente que es vecina del barrio la Cruz de San José, y que al lado de su casa de habitación se encuentra un lote baldío propiedad de la sociedad aquí recurrida. Acusa que ese lote tiene cercas en algunos lados, y en otros tiene latas de zinc caídas debido al monte que llega prácticamente al segundo piso de su casa de habitación. Añade que tiene más de dos años de que no se chapea, no se limpia, se encuentra lleno de basura, con animales muertos, se ha convertido en un criadero de mosquitos y de malos olores.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. Se declara sin lugar el recurso en lo demás. CL Parcial

18459-10. DAÑOS A LA PROPIEDAD. SE ORDENA TERMINAR TRABAJO EN CIUDAD COLÓN. Alega la recurrente que su representada es propietaria de un inmueble ubicado en Ciudad Colón, y que se encuentra ubicado contiguo a una propiedad de la Municipalidad recurrida.  Explica que la recurrida, realizó trabajos de remoción de tierra con el objeto de realizar una piscina, no obstante, dejaron los trabajos sin terminar con un hueco en la tierra, que provoca deslizamientos y ponen en riesgo vida de los ocupantes de la casa propiedad de su representada, además de que las aguas estancadas, provocan un riesgo para la salud pública. Se declara con lugar el recurso únicamente respecto del Alcalde Municipal de Mora. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Mora,  que coordine y gire las órdenes necesarias para que se solucione cabalmente el problema denunciado por la recurrente el 06 de julio de 2010 y en ese sentido deberá proceder a: 1) realizar las obras de estabilización del terreno en la conlindancia con la propiedad de la recurrente y la construcción del muro de contención; lo anterior en el plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia; 2) proceder de inmediato a eliminar adecuada y sanitariamente las aguas pluviales que se encuentren en el vaso de la piscina de conformidad con lo establecido en la Orden Sanitaria número RCS-ARSM-068-2010 del 18 de agosto de 2010 y 3) adoptar de inmediato las medidas de prevención y de protección o seguridad necesarias a efectos de evitar eventuales caídas de transeúntes en el vaso de la piscina. CL

18483-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR DESBORDAMIENTO DE RÍO LIBERIA. Indica  el recurrente que es vecino del Barrio San Miguel de Liberia, lugar donde existe la salida de una calle cantonal pública sin uso y en estado de abandono, que se ubica al margen del Río Liberia. Refiere que esa vía es usada por extractores artesanales de arena de río y, además, como depósito de basura; todo lo anterior, bajo la tolerancia y complacencia de las autoridades municipales recurridas. Explica que desde hace años el río se desborda por esa calle en época lluviosa. Establece que en cuatro ocasiones en esta época ha ocurrido, destruyéndose por completo sus pertenencias y alega que no hay medidas implementadas para impedir la extracción de arena del río, la construcción inmediata de un muro de contención.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a la amenaza del derecho a la vida, a la integridad física y a la propiedad. En consecuencia, se le ordena al Alcalde y al  Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Liberia, que, de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para resolver, en forma definitiva, el problema del desbordamiento del río Liberia en el Barrio San Miguel de Liberia, de tal forma que se garantice la vida, la integridad física y la propiedad de los vecinos del lugar, según las recomendaciones emitidas, el 4 de octubre de 2010, por el Oficial de Enlace de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

18468-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE MAL ESTADO DE LAS CALLES Y ACERAS EN SAN JUAN DE SAN RAMÓN DE ALAJUELA.  Alega la recurrente que es vecina de Bajo Tejares, distrito de San Juan de San Ramón de Alajuela. Indica que la calle pública que da salida a esa localidad hacia el sector del Hogar de Ancianos, que es la única viable y transitable, se encuentra en pésimo estado por lo que los vehículos prácticamente no pueden transitar a ese lugar, incluyéndose los buses, taxis y vehículos de emergencia. Alega que también se dificulta el acceso a pie, pues la acera construida por la municipalidad recurrida es inaccesible para personas mayores y con padecimientos físicos como ella, ya que es demasiado alta, no tiene rampas de acceso y está al lado de un "paredón" que en cualquier momento se puede derrumbar, dado las lluvias que se están presentando. Menciona que los vecinos han realizado esfuerzos para que la municipalidad recurrida resuelva la situación que los afecta, no obstante, a la fecha no existe solución alguna.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Ramón, que en el plazo de seis meses contados a partir de la notificación de esta sentencia proceda a: 1) Coordinar las acciones necesarias para reparar la calle pública que brinda acceso al Hogar de Ancianos y a la casa de habitación de la amparada; 2) Iniciar los trabajos para solucionar el problema generado por la falta de aceras en el Distrito de San Juan de San Ramón, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que correspondiere a propietarios o poseedores de bienes inmuebles los aperciba para que inicien las obras necesarias en la acera  frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley #7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL

18480-10. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS Y RAMPAS DE ACCESO EN LA SUIZA DE TURRIALBA. Indica el recurrente que en la Suiza de Turrialba  encontró que las aceras de ese distrito están en muy mal estado, no hay rampas de acceso para personas con alguna discapacidad, son muy angostas y tienen obstáculos en su trayecto. Afirma que por tal razón las personas deben trasladarse de un lugar a otro por medio de la calzada arriesgando sus vidas, pues los caños de evacuación de aguas son profundos. Refiere que a los dueños del inmueble no se les exigió la construcción de cordón, caño, aceras o desfogue pluvial por la topografía del terreno.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente respecto de la Municipalidad de Turrialba. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Turrialba, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, para que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en la cabecera del Distrito de La Suiza de Turrialba que no hayan construido aceras frente a sus propiedades o no les hayan dado mantenimiento, que den inicio a su construcción o reparación, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Turrialba supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En lo demás, se declara sin lugar el recurso de amparo. CL Parcial

18472-10. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE AGUAS EN BARRIO SAN ROQUE DE LIBERIA. Refiere  el recurrente que reside en el Barrio San Roque de Liberia, Guanacaste, lugar por donde corren las aguas servidas, las cuales se empozan. Menciona que lo anterior genera olores  insoportables, lo que ha  aumentado los mosquitos.  Indica que el Área Rectora de Salud de Liberia del Ministerio de Salud, conoce la situación, pero a la fecha no ha intervenido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Liberia, que en el término de tres meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, solucione el problema de vertido de aguas servidas, denunciado por el recurrente .CL

18474-10. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE AGUAS EN ESCUELA FINCA SAN JUAN DE PAVAS.  Acusa la recurrente que la Escuela Finca San Juan se encuentra ubicada en Pavas y, desde que fue fundada ha enfrentado constantes problemas de tipo sanitario, debido al terreno y a la infraestructura del lugar. Señala que cuando llueve en el centro educativo las estructuras de manejo de las aguas pluviales y residuales colapsan, por lo que la institución ha sufrido constantes inundaciones que ponen en peligro la integridad física y la salud de todo el personal, así como de los estudiantes. Menciona que la población de la escuela es de novecientos estudiantes, más un  grupo de docentes y administrativos de setenta personas. Explica que a los lados del centro educativo se encuentran varios asentamientos cuya conexión de aguas está conectada de forma ilícita con la de la escuela, lo que aumenta la problemática. Añade que el problema sanitario del centro educativo se agrava en la estación lluviosa. Aduce que, a pesar de lo anterior las autoridades accionadas no han solucionado los problemas que afronta el centro educativo, pues no se han girado fondos que permitan la reconstrucción de las estructuras necesarias. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo y Presidenta de la Junta Directiva, al Alcalde de la Municipalidad de San José, a la Ministra de Salud, al Área Rectora de Salud de Pavas, al Ministro de Educación Pública y al Presidente Ejecutivo del Instituto Mixto de Ayuda Social, que en coordinación entre todas las instituciones, ejerzan las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que el problema de aguas pluviales que aqueja a la Escuela Finca San Juan de Dios, sea solucionado en el improrrogable plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

18478-10. PARQUES. DEPOSITO DE BASURA EN PLAYGROUND EN BARRIO CUBA. Indica el recurrente que en el sector de Barrio Cuba, específicamente en el Barrio Los Pinos, hay un playground que se encuentra abandonado, y debido a la ausencia de un lugar para botar la basura, los vecinos depositan las bolsas en dicho play la cual se convierte en desechos mal olientes, situación que perjudica la salud de las personas que habitan el lugar. Por su parte, la Municipalidad de San José, muy poco recoge la basura y no lo hace con un sillón viejo que se encuentra lleno de larvas, el cual podría provocar pestes y enfermedades varias.  Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de San José. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón Central de San José,  adoptar las medidas que sean necesarias para que no se siga utilizando como botadero de basura el playground de Barrio Los Pinos en Barrio Cuba y plantear una solución definitiva en concreto referente a este problema, todo dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de la presente resolución. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

PENSIONES ALIMENTARIAS
19531-10. IMPEDIMIENTO DE SALIDA. NIEGAN SALIDA DEL PAÍS A PESAR DE QUE LOS BENEFICIARIOS SE ENCUENTRAN EN OTRO PAÍS. Alega el accionante que tiene un impedimento de salida del país, el cual no puede ser levantado, porque su hijo y la madre se encuentran fuera del territorio nacional y no tiene donde localizarlos. En este caso, señala la Sala que la restricción al libre ingreso y salida del país del recurrente es conforme con las exigencias constitucionales, pues responde a la existencia de una obligación alimentaria vigente adoptada por sentencia firme. El hecho de que la actora haya salido del país junto con el beneficiario de la obligación no  tiene por efecto que el impedimento de salida pueda ni deba ser levantado, pues en el presente caso, en que no hay consentimiento de la actora y el mismo es de difícil o imposible cumplimiento, por encontrarse fuera del país, sin un domicilio conocido, el único medio para obtener la salida es mediante la garantía de la obligación, en los términos del artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Los argumentos del accionante parecen fundarse en el erróneo criterio de que está eximido de la obligación o, al menos, de garantizarla, por el hecho de que el menor beneficiario se encuentre fuera del territorio nacional. Al respecto, el artículo 27 de la Convención de los Derechos del Niño dispone que los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en ese como si viven en el extranjero. Además, la Sala en la sentencia 17603-05, consideró que “la residencia de un deudor alimentario en un país diferente al del menor acreedor no comporta por sí y automáticamente la invalidez o ineficacia de la obligación alimentaria” . Por estas razones, procede declarar sin lugar el recurso. SL
PODER EJECUTIVO
19741-10. VÍAS PÚBLICAS. DAÑOS A PROPIEDAD PRIVADA POR CONSTRUCCIÓN DE DIQUE EN CAUCE DE RIÓ GRANDE DE OROSÍ.  Alegan los recurrentes que desde inicios del año dos mil ocho  la Dirección de Obras Fluviales del Ministerio de Obras Públicas y Transportes construyó un dique sobre el cauce del Río Grande de Orosí a quinientos metros de la confluencia con el Río Agua Caliente. Como consecuencia de la obstrucción que significó el dique, el río abrió un brazo nuevo que recargó la margen izquierda del río, y está desviando el curso hacia ese lugar donde están las propiedades de los recurrentes. Manifiestan que el dique se construyó sin un previo estudio de impacto ambiental, pero era fácil prever que generaría riesgos en la época de lluvias.  Señalan que esta situación fue denunciada, pero no obtuvieron respuesta.  Indican que el riesgo se convirtió en un daño real pues el camino de acceso fue destruido, y ya no tienen acceso a sus propiedades. Además, está en riesgo el acueducto que alimenta toda la zona de Ujarrás y Ajenjal, también ha sido necesario remover el tendido eléctrico. Refieren que día con día pierden terreno y están en peligro de perder sus casas, sus cultivos, e incluso, y las zonas reforestadas que se establecieron para prevenir un impacto sobre la represa de Cachí.  Señalan que en esa zona están las ruinas de Ujarrás, que están en peligro de desaparecer si no se toman las medidas pertinentes. Indican que desde el año 2008 están solicitando se elimine el dique y se regrese a la condición anterior, pero no hay respuesta. Solicitan que de inmediato se restablezca el cauce natural del río, para lo cual debe ordenarse la demolición del referido dique. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, a la Presidenta del Concejo Municipal de Paraíso, y al  Alcalde Municipal de Paraíso, determinar, coordinadamente y en los quince días siguientes a la notificación de esta sentencia los riesgos que pueden enfrentar los recurrentes y adoptar las medidas necesarias para remediarlos, dentro de plazos razonables. En cuanto a la Dirección de Obras Fluviales del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
19761-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA TOMAR ACCIONES PARA  GARANTIZAR SEGURIDAD DE USUARIOS DE SERVICIO DE TRANSPORTE EN EL PUENTE  SOBRE EL RÍO LONDRES  EN AGUIRRE. Indica el  recurrente que el Ministerio recurrido le comunicó a la empresa de Transporte Público, que presta el servicio a los habitantes de la ruta 642 que pasa por las comunidades de Londres, Villa Nueva, Sábalo y Naranjito, todas del Cantón de Aguirre, que los buses no debían cruzar el puente sobre el río Londres con los pasajeros a bordo, por un problema de estructura que presenta dicho puente. Agrega que en razón de lo anterior, los autobuseros empezaron a aplicar dicha disposición, sin distinción de personas, lo que incluye a las personas con capacidades especiales. No obstante, existe el inconveniente de que cuando está lloviendo al momento del trasbordo, las personas aparte de mojarse corren el riesgo latente de resbalar y caer al cauce del río. Considera que la intención del Ministerio de proteger la integridad física de las personas es buena, pero a la fecha, no ha iniciado los trabajos de reparación para habilitar el puente. Aunado a lo expuesto, manifiesta que tampoco la recurrida ha tomado alguna medida de seguridad para proteger la vida de los usuarios, misma que se ha visto amenazada por el peligro que representa cruzar a pie el puente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra, al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público, y a la Directora de Puentes, todos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que forma inmediata lleven cabo las acciones y tomen las medidas de seguridad que garanticen la tutela efectiva de la integridad de los usuarios del servicio de trasporte público que utiliza la ruta 616,  al cruzar el puente ubicado sobre el río Londres, en Aguirre. CL
19750-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REALIZAR OBRA DE INFRAESTRUCTURA DEL PUENTE SOBRE LA QUEBRADA  LA CHIQUERA  Y RIÓ DOMINICAS EN JICARAL DE LEPANTO PUNTARENAS.  Alega el recurrente que en el 2007 la quebrada la Chiquera destruyó el puente ubicado en  San Miguel de Río Blanco en Jicaral de Lepanto, Puntarenas y un año después, el río Dominicas destruyó el otro puente de acceso a su comunidad, ubicado en cruce o entrada a Río Blanco.  Acusa que desde la destrucción de ambos puentes, cada invierno, los vecinos de San Miguel de Río Blanco y San Ramón de Río Blanco, barrio la Chiquera y el Balso, han tenido que improvisar puentes rústicos, transitar por los escombros y atravesar el cauce de los ríos a pie, o con sus vehículos. Señala que en el mes de noviembre del dos mil nueve se  inició la construcción de los bastiones de ambos puentes con recursos de la comunidad, fondos del Ministerio de Trabajo, apoyo del Concejo Municipal del Distrito de Lepanto; y materiales aportados por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Asegura que en el mes de marzo y julio de este año, se terminaron de construir los bastiones del puente sobre la quebrada la Chiquera;  y del puente sobre el río Dominicas;  sin embargo, pese al tiempo transcurrido, el Alcalde Municipal de Puntarenas no le ha dado continuidad al proyecto. Acusa que el abandono de la construcción de los puentes ha dejado a los vecinos de la zona en una situación crítica, ya que para atravesar el río Dominicas deben usar un puente de hamaca para peatones, construido con cables corroídos, el cual está a punto de derrumbarse. Aduce que para empeorar la situación descrita, el paso para vehículos se encuentra cerrado por las altas crecidas del río, por lo que para cruzar la quebrada la Chiquera, en vehículos o a pié, se debe atravesar el cauce, lo que significa un peligro para los niños que asisten a la escuela de la localidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, que lleve a cabo las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras necesarias, para que se concluya la construcción del puente sobre la Quebrada Chiqueros ubicado doscientos metros al norte de la Iglesia de San Migue de Río Blanco en Jicaral de Lepanto y el puente sobre el Río Dominicas, ubicado a cien metros del cruce o entrada a Río Blanco. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
19792-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA RESOLVER PROBLEMA DE ACCESO A PROPIEDAD PRIVADA. Argumentan los recurrentes que son dueños de una finca ubicada en Alajuela, la cual fue afectada a expropiación por la construcción de la carretera Orotina - Caldera. Como dicha propiedad quedó partida en dos, se les garantizó que mantendrían el acceso a su propiedad por la vía pública, sin embargo, si bien es cierto se construyó una calle paralela que llega a su finca, se les impide el paso no quedándoles ninguna otra posibilidad de acceso, privándolos de manera absoluta de su disposición sobre el inmueble. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Consejo Nacional de Concesiones. Se ordena al Presidente del Consejo Nacional de Concesiones a.i., de manera inmediata, realice lo necesario garantizar el acceso efectivo a la finca propiedad del recurrente. CL
19343-10. TERRITORIO NACIONAL. GESTIONES DE DEFENSA. Los recurrentes alegan que desde hace varios días el Gobierno de Nicaragua ha irrespetado la soberanía del país y la paz que nos caracteriza como ciudadanos costarricenses, pues sus fuerzas militares han ocupado la Isla Calero la cual es territorio de Costa Rica-, pese a lo cual, el Gobierno de nuestro país no ha hecho nada para dar una solución al conflicto descrito. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP

PRIVADOS DE LIBERTAD
19767-10. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO DE LIMÓN.  Manifiesta el recurrente que en el  Centro de Atención Institucional de Limón, lugar donde se encuentra privado de libertado, el  pabellón E2,  está sobre poblado. Reclama que el lugar tiene una capacidad de noventa y seis personas, sin embargo, actualmente, está ocupado por ciento cincuenta personas. Destaca que lo anterior ocasiona problemas de convivencia y de higiene. Se declara CON lugar el recurso por violación al artículo 40 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena a la Directora a.i del Centro de Atención Institucional de Limón, que proceda a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo máximo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se disminuya la sobrepoblación que se mantiene en el ámbito E-2 del Centro de Atención Institucional de Limón, hasta llegar a su capacidad real. CL
19992-10. TRASLADOS.  FALTA DE CONDICIONES  MINIMAS EN LOS VEHÍCULOS DEL PODER JUDICIAL PARA EL  TRASLADO DE PRIVADOS DE LIBERTAD.  El recurrente alega que él y el resto de amparados han sido objeto de tratamientos crueles y degradantes de la dignidad humana, ya que las condiciones en las que son trasladados en las unidades especiales del Poder Judicial, no cuentan con elementos mínimos que garanticen la seguridad e integridad de los privados de libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
18402-10. ATENCIÓN MÉDICA SE ORDENA DAR LA ATENCIÓN QUE REQUIERE PRIVADO DE LIBERTAD. Manifiesta el recurrente que al amparado no se le brinda la atención médica que requiere debido a su padecimiento. Refiere que le ha manifestado que sus problemas de próstata se han agravado con su encarcelamiento, por cuanto, desde febrero pasado hasta la fecha, no ha recibido atención médica. Señala que en el caso del amparado, se le incorporó a una población privada de libertad joven, que por ser él  un adulto mayor, se le ha maltratado por parte de esos internos. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la directora del Centro Programa Institucional Pococí, y al médico de ese centro, que en forma inmediata brinden atención médica al amparado y, si lo requiere, lo remitan al Servicio de Urología del hospital que corresponda. CL

18375-10. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD.  Indica el recurrente que debido al estado de salud del amparado presentó un incidente de enfermedad ante el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. Indica que se solicitó a la Dirección Médica de La Reforma para que se diligenciara cita médica en el Hospital de Alajuela, no obstante al día de hoy no se han diligenciado tales solicitudes y, en consecuencia, no se ha gestionado cita en el Hospital de Alajuela. Se declara CON LUGAR el recurso por una infracción al artículo 21 de la Constitución Política. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma y al Director de la Clínica La Reforma, a) que en forma inmediata dispongan lo pertinente y coordinen lo necesario con el Hospital San Rafael de Alajuela, para que el amparado, sea trasladado al nosocomio, con el fin que se lleve a cabo la valoración requerida en el Servicio de Dermatología y; b) que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente proceso. CL 

SERVICIOS PUBLICOS
19892-10. AUDIENCIA PÚBLICA. PARA DISCUTIR AUMENTO DE TARIFA  DE AUTOBUSES. Alega el recurrente que la autoridad recurrida emitió una resolución en donde se incrementan las tarifas a la ruta 04, San José - San Rafael Abajo - La Florita - Santa Cecilia, operada por la permisionaria. Acusa que si bien es cierto en el estudio original gestionado por la empresa que solicitó la revisión de tarifas de la ruta 83, se efectuó la audiencia pública, esta no se hizo para la resolución del recurso de revocatoria del operador de la ruta número 04 que pretendió que se le modificaran sus tarifas por efecto de corredor común. Argumenta que la gestión se aprobó por la recurrida sin que se efectuara la audiencia pública que permitiera a los ciudadanos debatir sobre la procedencia del nuevo aumento de tarifa de la ruta 04. Aunado a lo anterior, indica que nuevamente por resolución RRG-98-2010 de las 08:00 horas del 10 de enero de 2010, la recurrida nuevamente aumenta la tarifa a la ruta 04 San José - San Rafael Abajo, de nuevo con el argumento de corredor común con la ruta 83, sin comunicación o publicación que le permitiera a los ciudadanos conocer las tarifas de la ruta 04, las cuales se aumentarán nuevamente.  En este caso, señala la Sala que no lleva razón el recurrente, pues tal fijación tarifaria se hizo primero con el fin de mantener el equilibrio de las dinámicas de transporte de pasajeros entre las rutas y respetando la publicidad y el derecho de participación que el Ordenamiento le exige y al aplicar el ajuste, a rutas por corredor común, que es normalmente visto por los usuarios como un beneficio económico injustificado para algunos operadores de las rutas de transporte público, tal decisión pretende hacer respetar el principio de protección a la ruta corta busca, el cual entre sus objetivos busca evitar la competencia desleal entre operadores de un mismo corredor geográfico, el cual se hizo luego de haberse cumplido con el procedimiento de convocatoria y la realización de la audiencia pública exigida, pues en la audiencia pública convocada para conocer del aumento tarifario solicitado por la ruta 83, dado que fue justamente allí, en la audiencia frente a los demás asistentes, y teniendo todos los presentes la oportunidad de conocer de viva voz los alegatos de dicha empresa, que aporta los documentos que lo acreditan como corredor común y solicita su inclusión. SL
19993-10 SERVICIO DE AGUA. SUSPENCIÓN DEL SERVICIO POR FALTA DE PAGO. El recurrente estimó transgredido su derecho a la salud y  el de los amparados, pues, en su criterio, por causas imputables, única y exclusivamente, a la Alcaldía Municipal de Barva de Heredia, se dejó a los amparados sin agua potable. La  Sala ha indicado que el suministro de agua potable no es gratuito, y que quienes disfrutan del mismo están obligados a satisfacer el costo del servicio. En caso que el interesado no satisfaga el costo, la Corporación Municipal administradora correspondiente tiene la posibilidad de suspender el suministro, siempre y cuando exista a disposición de las personas una fuente pública ubicada a una distancia razonable. En este caso, la suspensión del suministro de agua potable que se reclama, se deriva de la falta de pago del servicio del propietario registral del inmueble,  razón por la cual, se declara sin lugar el recurso. SL

18713-10. TELECOMUNICACIÓNES. SE  ACUSA DEMORA EN EL TRÁMITE. Alega el recurrente un retraso injustificado en el trámite para que la empresa amparada pueda brindar servicios de telecomunicaciones en el país, en razón de no haberse fijado cautelarmente precios para la interconexión y acceso a las redes del ICE, tal y como aconteció con otras empresas. Solicita se  ordene a la Superintendencia General de Telecomunicaciones el dictado de una resolución de acceso e interconexión a las redes del ICE para su representada, así como a la fijación de precios para dicho proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

18851-10. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. NIEGAN INSTALACIÓN. Indica el recurrente que solicitaron al  instituto recurrido, propiamente la Agencia de Guápiles ayuda para solucionar la situación debido a que para obtener electricidad, colocan un cable en una propiedad privada los que podrían provocar un accidente. Establece que el día que entregaron la solicitud les manifestaron  que ya se encontraba remitida al Departamento Técnico para su correspondiente estudio y que les mantendría informados, pero no obstante recibió un documento donde se le indicó que ya habían realizado el estudio de campo, pero nunca obtuvo respuesta.  Manifiesta que ahora tiene cinco meses de haber construido su vivienda y sin electricidad, lo que dificulta satisfacer sus necesidades básicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Directora de la Región Huetar Atlántica del Instituto Costarricense de Electricidad, que proceda inmediatamente a efectuar los procedimientos y trabajos necesarios a fin de que al amparado se le brinde de forma efectiva el servicio eléctrico. CL

18866-10. SERVICIO DE AGUA Y ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE SERVICIOS. Manifiesta la recurrente que  debido a que no pudo desocupar la propiedad que alquila al recurrido, éste procedió  a cortar los servicios de luz y de agua. Se declara con lugar el recurso, y, en consecuencia, se ordena a la recurrida que, en forma inmediata, tomar las medidas necesarias para reestablecer la instalación de los servicios de agua y electricidad, en la misma forma en que se encontraba antes de la interrupción de los servicios en la vivienda que habita la recurrente. CL
18481-10. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDEN SERVICIO POR FALTA DE PAGO. Alega el recurrente que las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados no colocaron una fuente de agua pública cercana y accesible a su casa de habitación, luego de haber dispuesto la suspensión de dicho servicio desde hace, aproximadamente, cuatro meses. Asimismo, acusa que las autoridades recurridas no le han permitido llegar a un arreglo para saldar las deudas que tiene pendientes con el instituto. Finalmente, alega que el instituto recurrido le exige la tramitación de un nuevo servicio, pese a haber contado con éste, anteriormente. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la falta de conexión de una fuente pública en el momento en que se suspendió el servicio de agua potable al recurrente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial







